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PRÓLOGO A LA DÉCIMA CUARTA EDICIÓN

			Ante una nueva edición del Manual de la Parte General, destacamos que la actualización hace hincapié, básicamente, en la jurisprudencia del Tribunal Supremo recaída desde el cierre de la anterior. En el último año no se han producido grandes cambios normativos, pero sí han visto la luz diferentes sentencias que han puesto el foco en aspectos importantes del Derecho Financiero y Tributario. Fieles a nuestro compromiso inquebrantable con el rigor, hemos procedido a dar cumplida cuenta de muchas de ellas. Agradecemos a los lectores —﻿esencialmente, estudiantes de grado﻿— que sigan ahí, con el interés preciso a la hora de enfrentarse a las complejidades de dicha materia.

			Isaac Merino Jara

			Catedrático de Derecho Financiero y Tributario

			Madrid, julio de 2025

		

	
		
			
			
PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN

			La adaptación de las enseñanzas superiores a lo que se ha conocido como Proceso de Bolonia (homogenización de los títulos universitarios en Europa) ha conllevado, por un lado, una notable reducción de los contenidos de las distintas materias impartidas en los actuales grados y, por otro lado, un cambio en la metodología de enseñanza en la que la lección magistral ya no ocupa el lugar principal de la docencia, cobrando importancia otros recursos como la realización de trabajos y de casos prácticos, así como la búsqueda de información de los y las estudiantes. En esta nueva metodología ocupa también un lugar importante la utilización de las nuevas tecnologías. En definitiva, con la adaptación de las enseñanzas superiores el profesorado deja de ser un transmisor de conocimientos, pasando a ser un facilitador del aprendizaje autónomo del alumnado.

			Ante este nuevo panorama también surge la necesidad de adecuar los materiales docentes a sistemas de enseñanza distintos al tradicional y a los nuevos planes de estudios, lo cual nos ha llevado a un grupo de profesores y profesoras a elaborar un programa de enseñanzas que recoja las cuestiones fundamentales de la parte general del Derecho Financiero y Tributario que han de conocer los y las estudiantes que quieran obtener el título de grado en Derecho u otros afines. Hemos de advertir que se trata de una publicación diferente a los Manuales de Derecho Financiero y Tributario existentes ya en el mercado y que, por otro lado, no entra en colisión con los mismos. En este sentido, teniendo en cuenta la metodología docente de los nuevos grados, no han podido tratarse con profundidad algunas cuestiones que se incluyen en dichos manuales universitarios en la idea de que el estudio de tales aspectos —﻿en su caso﻿— sea realizado a través de los mismos.

			Así pues, la obra que ahora se presenta se ha estructurado en dieciséis lecciones1, lo cual no es en absoluto casual: el curso académico en la mayoría de universidades españolas queda habitualmente dividido en dos términos o «cuatrimestres» y, en la mayoría de los planes de estudios aprobados hasta el momento en las distintas universidades, la parte general del Derecho Financiero y Tributario ocupa uno de estos términos. Por ello mismo, y siendo así que un «cuatrimestre» viene a configurarse habitualmente por unas quince semanas lectivas, el temario se ha dividido en tantas lecciones como semanas lectivas con el objeto de que cada tema pueda ser estudiado en el espacio temporal de una semana.

			Se ha seguido básicamente el esquema expositivo previsto en la actual Ley General Tributaria: después de una primera lección dedicada al concepto y contenido del Derecho Financiero y Tributario, se analizan en primer lugar una serie de cuestiones generales referidas al instituto tributario (concepto y clases, principios constitucionales, fuentes y de aplicación de las normas tributarias); seguidamente se examina la estructura y elementos esenciales de la obligación tributaria (hecho imponible, sujeto activo y personas sujetas a la obligación tributaria, cuantificación, extinción y garantías); y, finalmente, se estudian los distintos procedimientos de aplicación de los tributos (gestión, inspección y recaudación), así como la potestad sancionadora en materia tributaria y los distintos supuestos y vías de revisión de los actos tributarios (de oficio, recursos administrativos y judiciales).

			Por otro lado, y en cuanto a la estructura de cada lección, todas ellas cuentan con los siguientes apartados:

			1) En primer lugar, el tema se inicia con una introducción en la que en pocas líneas se exponen los problemas básicos que plantea el tema desarrollado y que van a tratarse (normalmente proponiendo preguntas que se resolverán a lo largo de la lección) con el objeto de concretar el objeto de la unidad didáctica e incentivar el interés de las y los estudiantes por el tema que se inicia. En dicha introducción se indicarán los preceptos básicos de las normas tributarias que serán objeto de estudio en cada lección y cuya lectura se recomienda al alumnado antes de adentrarse en los contenidos de la misma.

			2) A continuación, se desarrolla el cuerpo de la lección, estructurado en distintos epígrafes y salpicado de ejemplos, referencias a sentencias y resoluciones administrativas sobre los temas tratados, con el objeto de acercar lo máximo posible la realidad práctica de la materia estudiada al alumnado.

			3) La lección finaliza con un resumen de pocas líneas en el que se expondrán las cuestiones más importantes de los contenidos estudiados, permitiendo de este modo fijar los conceptos más importantes que han sido tratados.

			La obra cuenta, adicionalmente, con un glosario de términos que se recoge en las últimas páginas de la edición en papel. Tal recurso docente está pensado para permitir el seguimiento de una lección sin necesidad de revisar lecciones anteriores, o —﻿incluso﻿— la alteración del orden lógico previsto por la obra para exponer los contenidos sin mermar por ello las posibilidades de entendimiento del alumnado. En definitiva, el glosario viene constituido por un conjunto de breves definiciones de términos técnicos utilizados en el texto que pretenden favorecer la comprensión de los distintos temas.

			En definitiva, en la obra que ahora se presenta hemos intentado dirigir el estudio sobre las cuestiones básicas de la parte general del Derecho Financiero y Tributario que deben conocer quienes obtengan el grado en Derecho u otro afín, si bien poniendo énfasis en una visión práctica del ordenamiento tributario, toda vez que la mayoría de las y los estudiantes que cursen la asignatura sobre la que versa este libro se dedicarán en un futuro a una actividad jurídico-profesional práctica o, al menos, de interpretación y aplicación del Derecho, en la que inevitablemente se encontrarán con la figura del tributo. Con ello hemos pretendido una labor de síntesis, acercamiento a la práctica y dinámica de aprendizaje activo que parecen demandar los tiempos que corren.

			En definitiva, estamos asistiendo a un replanteamiento, siquiera sea parcial, de la manera de transmitir los conocimientos. Ello se está traduciendo en la publicación de nuevas obras adoptadas a los nuevos enfoques, y muchas de ellas tienen carácter colectivo. Estas Lecciones se inscriben en esa línea puesto que su elaboración ha corrido a cargo de profesores y profesoras procedentes de varias universidades españolas. La realización de esta obra constituía un reto no pequeño para sus autoras y autores, dado que, por un lado, exigía una labor de síntesis notable a la hora de exponer los distintos temas, y, por otro, exigía tener presente que no solo se trata de transmitir conocimientos, sino también de potenciar la adquisición de nuevas habilidades y capacitaciones por los discentes.

			A priori, no resultaba fácil dirigir una obra de esta naturaleza, dado que las autoras y los autores imparten docencia en distintas universidades. Ello, sin embargo, al fin y a la postre no ha sido de ese modo, dado que hemos conseguido darle la vuelta a la cuestión, y lo que, como decía, podía ser un inconveniente se ha revelado como un aspecto enormemente beneficioso, dado que ello nos ha permitido poner en común las distintas experiencias que a lo largo de su trayectoria académica han ido acumulando los autores y las autoras para dar a la imprenta una obra que responde a lo que los tiempos universitarios actuales exigen.

			La obra está dirigida al alumnado, esencialmente, del grado en Derecho, pero no exclusivamente: pensamos que también puede ser útil en otras titulaciones, al menos con esa idea se ha hecho, dado que su formato es relativamente flexible como para permitir fácilmente servir de guía a la hora de impartir docencia de Derecho Tributario. La obra es un producto de autoría conjunta: las nuevas tecnologías nos han permitido intercambiarnos con relativa celeridad los distintos borradores de los dieciséis* temas que a lo largo de los últimos meses hemos elaborado para concluir con el producto que ahora se presenta al público en general. El entusiasmo de autoras y autores ha echado por tierra las dificultades que la redacción de estas Lecciones suponía. La labor de coordinación realizada por Manuel Lucas también ha resultado clave. Asimismo, el tratamiento informático de los datos que se presentan en formato digital no hubiera sido posible sin la dedicación de Tomás García Luis. Como decía, cada miembro del equipo redactor ha aportado algo en cada tema, proponiendo las correcciones oportunas para conseguir una obra homogénea. No se trata, pues, de una deslavazada reunión de lecciones, sino de una trabada exposición de materias a lo largo de dieciséis* temas elaborados con pautas comunes. Ello, sin embargo, no significa desconocer que cada autor o autora ha tenido una participación más intensa en determinadas lecciones, comenzando por la escritura del primer borrador. Así pues, quienes fueron ponentes de los distintos temas y se encargaron de la redacción final de los mismos se relacionan a continuación:

			— Introducción (Manuel Lucas Durán)*.

			— Lección 1: Derecho Presupuestario I: concepto, principios y elaboración de los presupuestos públicos. La deuda pública (Manuel Lucas Durán)*.

			— Lección 2: Derecho Presupuestario II: ejecución y control de los presupuestos públicos (Begoña Sesma Sánchez)*.

			— Lección 3: El tributo: concepto y tipos (Tomás García Luis).

			— Lección 4: Principios del ordenamiento tributario (Elena Manzano Silva).

			— Lección 5: Sistema de fuentes del Derecho Tributario (Isaac Merino Jara).

			— Lección 6: Aplicación de las normas tributarias (Manuel Lucas Durán).

			— Lección 7: La relación jurídico-tributaria (José Antonio Fernández Amor).

			— Lección 8: El ámbito subjetivo de las obligaciones tributarias (Antonio Vázquez del Rey Villanueva)*.

			— Lección 9: Elementos de cuantificación de la obligación tributaria (Tomás García Luis).

			— Lección 10: Extinción de la deuda tributaria y garantías del crédito tributario (Elena Manzano Silva).

			— Lección 11: Procedimientos tributarios: introducción y cuestiones comunes (Yolanda García Calvente).

			— Lección 12: La gestión tributaria (Mercedes Ruiz Garijo y Jesús Ramos Prieto)*.

			— Lección 13: La inspección tributaria (Mercedes Ruiz Garijo).

			— Lección 14: Procedimientos de recaudación (Juan Calvo Vérgez)*.

			— Lección 15: Infracciones y sanciones tributarias. Delitos fiscales (Begoña Sesma Sánchez)*.

			— Lección 16: Revisión en materia tributaria (Yolanda García Calvente).

			Esperamos que la obra que ahora se presenta pueda constituir una herramienta útil para la enseñanza de la parte general del Derecho Financiero y Tributario en nuestras aulas universitarias. En todo caso, será bienvenida cualquier apreciación o sugerencia que, sin duda, podrá ayudarnos a mejorar el proyecto docente emprendido.

			No queremos concluir estas líneas introductorias sin decir que los autores y las autoras dedicamos esta obra a nuestros maestros, ellos fueron quienes supieron despertar en nosotros el interés por el Derecho Financiero y Tributario, y ellos siguen siendo el faro que guía nuestras respectivas trayectorias académicas.

			Isaac Merino Jara

			Catedrático de Derecho Financiero y Tributario

			Donostia/San Sebastián, julio de 2011

			


				
						1 Las partes del prólogo marcadas con un asterisco implican una modificación en la obra respecto del prólogo original. En particular, las Lecciones 8 (El ámbito subjetivo de las obligaciones tributarias), 15 (Infracciones y sanciones tributarias. Delitos fiscales), inicialmente fueron redactadas por Antonio Vaquera García, 12 (La gestión tributaria), inicialmente fue redactada por Mercedes Ruiz Garijo, y 14 (Procedimientos de recaudación), inicialmente redactada por José Antonio Fernández Amor.
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			INTRODUCCIÓN

			
¿QUÉ ES EL DERECHO FINANCIERO?

			Corresponde a esta introducción determinar qué debe entenderse por Derecho Financiero y concretar cuáles son los distintos sectores de tal disciplina, los cuales constituyen a su vez diferentes conjuntos normativos.

			El Derecho Financiero puede definirse como la rama jurídica que regula un aspecto particular de la actividad de los entes públicos, cual es la actividad financiera. Por tal actividad hay que entender la realización de gastos y, paralelamente, la obtención de ingresos para hacer frente a aquellos. Por motivos analíticos y didácticos, en la organización del estudio de tales cuestiones se conforman, a su vez, subgrupos de la disciplina en tanto que comparten una serie de principios comunes.

			Debemos hacer referencia, en primer lugar, a la idea de presupuesto como planificación de la actividad financiera general de un determinado ente público y en un período de tiempo concreto, normalmente anual. La actividad financiera se planifica haciendo una estimación de ingresos y, consecuentes con tal estimación, realizando una autorización de gastos para cada ente público. Pues bien, la regulación jurídica de tal actividad vendrá estudiada por el Derecho Presupuestario.

			Por otro lado, la ordenación de la obtención de ingresos vendrá regulada por diversos cuerpos normativos, todos los cuales podrían genéricamente denominarse Derecho de los Ingresos Públicos. En función del tipo de ingresos públicos de que se trate, se estructurará un cuerpo normativo diferenciado y con regulación específica, como se verá seguidamente (Derecho Tributario cuando se obtengan tales ingresos por medio de la figura del tributo, Derecho de la Deuda Pública cuando se acuda a distintos acreedores, etc.).

			Finalmente, la ordenación del gasto público viene a su vez regulada por otro conjunto normativo que podríamos denominar Derecho de los Gastos Públicos, muy relacionado con el Derecho Presupuestario toda vez que los gastos públicos se llevan a cabo según el plan previsto en el presupuesto de cada ejercicio. En efecto, la existencia de un presupuesto del ente público constituye por lo general un requisito previo para su realización, en el sentido de que debe existir una partida presupuestaria que autorice un determinado gasto para que este cobre plena virtualidad y sea finalmente abonado. Sin embargo, la realización del gasto público va más allá que la mera previsión de gasto: como se verá, se requiere un procedimiento de reconocimiento y ejecución de la obligación pública, así como un control ex ante y ex post de tal gasto, lo cual justifica la autonomía de dicho conjunto normativo.

			En las dos primeras lecciones de este Manual vamos a examinar algunas cuestiones referidas al Derecho Financiero (y particularmente al Derecho Presupuestario y de los Gastos Públicos) citadas previamente. Ciertamente el programa de estas lecciones se ha centrado en el Derecho Tributario al entender que los problemas jurídicos a los que se enfrenta habitualmente un jurista tendrán más que ver, por lo general, con las garantías que rodean la exacción de tributos que con otros aspectos de la actividad financiera pública. Ello no obstante, una referencia a algunas otras cuestiones del Derecho Financiero se estima necesaria con el objeto de que pueda conocerse la normativa que ha de servir para resolver cuestiones jurídicas planteadas en diversos ámbitos de nuestra disciplina y que no se refieren estrictamente a la exacción de tributos.

			Así pues, dedicamos las páginas que siguen a realizar una introducción de lo que debe entenderse como Derecho Financiero y sus principales ámbitos normativos, incidiendo en cuestiones conceptuales y en la regulación jurídica básica que de las mismas se ha recogido en los textos jurídicos más relevantes de nuestro ordenamiento (principalmente Constitución y Leyes principales).

			PODER FINANCIERO Y DERECHO FINANCIERO

			Tradicionalmente se ha considerado que el Poder Financiero, esto es, la facultad que tienen los entes públicos para obtener ingresos (entre otros medios exigiendo coactivamente prestaciones monetarias a los ciudadanos) y decidir el empleo de tales recursos financieros, es una de las atribuciones básicas de un ente político soberano, así como lo son la potestad sancionadora, la posibilidad de acuñar moneda, declarar la guerra o establecer relaciones diplomáticas. De hecho, dado que la actividad financiera es consustancial a todo ente (público o privado), la ordenación de sus ingresos y gastos es un requisito de su propia existencia.

			Por ello, la vinculación con el poder político ha marcado históricamente la evolución de la rama del Derecho que se ocupa de las finanzas públicas. En definitiva, cuanto mayor fue la intervención del Estado en la realización de inversiones y prestación de servicios, mayor actividad financiera pública ha existido y, en consecuencia, más regulación jurídica se ha producido al respecto.

			Así, en la Edad Antigua la actividad pública —﻿más allá de las guerras, obras públicas, burocracia y algunas actividades de ocio y recreación para el pueblo﻿— no fue muy significativa, por lo que la financiación requerida para ello no era muy elevada, y se basaba por lo general en impuestos de capitación (per capita o cabeza de ciudadanos contribuyentes), o que gravaban el suelo, la producción agrícola o artesanal y el comercio, todo lo cual venía complementado además con los tributos exigidos a los pueblos vencidos en contiendas militares.

			Por su parte, en la Edad Media, la decadencia de la idea de Estado motivó una actividad pública raquítica muy condicionada por la institución del vasallaje de los señores feudales al rey y una atomización de la actividad financiera en cada uno de los feudos, encontrando un cierto desarrollo figuras como el pontazgo y portazgo —﻿derechos por el paso de puentes, caminos o acceso a ciudades﻿— con los que se financiaban determinadas obras públicas o servicios de seguridad, pero también otras contribuciones exigidas a los hombres libres en función de la producción, normalmente agrícola (v. gr., diezmo o décima parte de la misma). Ante tal disgregación de la actividad pública fue habitual la identificación entre patrimonio personal de reyes y señores feudales y Hacienda Pública.

			Con la crisis del feudalismo y el advenimiento del Estado Moderno, y principalmente a partir del Renacimiento, el poder público adquiere mayor relevancia y, como señalan Martín Queralt et al., ello implica la necesidad de financiar dos «nuevas» instituciones (ejército y burocracia) que requerían recursos económicos para su sostenimiento mantenido, con lo que se necesitaba reforzar la actividad financiera estatal en su doble vertiente (nuevos ingresos y control de gastos); no en vano la existencia de instituciones de rendición de cuentas públicas en los reinos de la Península Ibérica datan de los siglos xiii y xiv, como sería el caso del Tribunal de Cuentas del Rey de la Corona de Aragón, la Contaduría Mayor de Cuentas de la Corona de Castilla, la Cámara de Comptos del Reino de Navarra, etc.

			Después de la Revolución Francesa y la Ilustración, el panorama político cambió radicalmente. El tránsito a un Estado Liberal en el que la soberanía residía en el pueblo y en el cual la burguesía cobró un poder relevante, conllevó cambios financieros importantes como sería un mayor control por los representantes del pueblo de las cuentas públicas, la limitación del gasto estatal, un respeto constitucionalmente protegido a la propiedad y, como corolario de lo anterior, un férreo control parlamentario al establecimiento de tributos. En definitiva, los diputados de las cortes decimonónicas estaban preocupados por la contención financiera del gasto público y la mínima intervención del Estado en la economía, que resultaría paralelamente en la menor injerencia posible en la propiedad y el escaso desarrollo de un sistema tributario verdaderamente redistributivo.

			Sin embargo, en las primeras décadas del siglo xx y particularmente a partir de la superación de la crisis de 1929 a base de posiciones keynesianas que conllevaban una importante intervención estatal en la economía, se inició un tránsito desde el Estado Liberal a posiciones más activas del sector público en el entorno socioeconómico, provocando el advenimiento del Estado Social que fue desarrollado principalmente después de la Segunda Guerra Mundial. Con él se consolida la idea de que el poder público debe intervenir más decididamente en la economía buscando una igualdad material de los ciudadanos y con una mayor prestación de servicios que posibilite posiciones más igualitarias. A partir de este momento se incrementa la actividad financiera del Estado y, en consecuencia, cobra una mayor importancia la disciplina del Derecho Financiero como medio de regular en el ámbito público la obtención de ingresos y la ordenación de gastos con los mayores criterios de justicia posibles, de forma correlativa a una creciente necesidad de prestación de servicios a la comunidad política (educación, sanidad, Administración de Justicia, servicios sociales, etc.). Desde esta perspectiva, señala Rodríguez Bereijo que puede considerarse más progresista una determinada estructura del gasto público que beneficie a las clases más desfavorecidas de la sociedad a través de una adecuada prestación de servicios públicos y transferencias financieras que un sistema tributario en el que cada cual contribuirá según su capacidad económica: quien nada tiene en nada puede contribuir y la justicia financiera hacia tal persona no se realizará por no cobrarle tributos (lo cual va de suyo) sino que requiere de una transferencia financiera (vía monetaria o a través de servicios) que cubra sus necesidades básicas y le permita una cierta equiparación con el resto de la población. Por esta razón, la justicia en el gasto público se considera en la actualidad uno de los mayores retos que pueden lograrse desde posiciones de gobierno. Y también, como veremos, uno de los postulados más difíciles de determinar.

			Puede fácilmente deducirse de lo indicado anteriormente, que el Poder Financiero tiene un importante contenido político (e ideológico, como cualquier acción humana a la postre), toda vez que corresponde al ente público determinado por la Constitución decidir discrecionalmente, en cada caso, si realizar uno u otro gasto y, por otro lado, determinar cómo han de obtenerse los ingresos necesarios para financiar los desembolsos programados. Sin embargo, desde los procesos revolucionarios de finales del siglo xviii y el posterior constitucionalismo decimonónico que conformaron la idea de Estado de Derecho, todo poder político y actuación privada o pública se encuentran sometidos a la Ley y al resto del ordenamiento jurídico, como veremos de inmediato.

			Se ha señalado anteriormente que el Poder Financiero no puede entenderse sino indisociablemente unido a la idea de soberanía. Es más, con la estructura actual de gran parte de los Estados modernos en los que existen diversos entes territoriales descentralizados que tienen capacidad para regular sus propias finanzas —﻿en España serían el Estado, las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales﻿—, la idea de Poder Financiero debe entenderse más relacionada con las competencias financieras de los distintos entes públicos. Así, Martín Queralt et al., ha definido Poder Financiero como «el haz de competencias constitucionales y de potestades administrativas de que gozan los entes públicos territoriales, representativos de intereses primarios, para establecer un sistema de ingresos y gastos». Entre tales competencias estarían las de aprobar sus gastos públicos, acudir al crédito público (esto es, solicitar dinero en préstamo —﻿deuda pública﻿— a entidades financieras y en los mercados de capitales, aun con ciertas limitaciones), o bien aprobar tributos, siempre de acuerdo con la Constitución y las leyes, como iremos examinando.

			Por ello, y dicho todo lo anterior, recordamos que el Derecho Financiero puede conceptuarse como la rama del ordenamiento jurídico que se ocupa de regular la actividad financiera del Estado y otros entes públicos (territoriales e institucionales) tanto desde la perspectiva de los ingresos como de los gastos públicos.

			No debe confundirse Derecho Financiero con el conjunto de normas que se ocupan de las finanzas privadas, por mucho que puedan existir similitudes etimológicas: tales realidades del ámbito privado de las personas físicas y jurídicas vienen estudiadas por otras ramas del ordenamiento jurídico, y particularmente por el Derecho Civil y el Derecho Mercantil.

			También debe entenderse diferenciada nuestra disciplina de otras como la Hacienda Pública y el Derecho Administrativo.

			Por un lado, el Derecho Financiero se diferencia de la disciplina de la Hacienda Pública en que esta se dedica al análisis de la actividad financiera de los entes públicos desde una perspectiva económica, examinando entre otras la ordenación teórica de los recursos posibles, las diferentes situaciones del presupuesto de los entes públicos (déficit, superávit o equilibrio), las posibilidades de financiación de las necesidades de los entes públicos (gastos de inversión, gastos corrientes, etc.) y la valoración de cuál de ellas es preferible u óptima desde un punto de vista económico. El Derecho Financiero, sin embargo, se dedica a estudiar desde otra perspectiva (la jurídica) esa misma realidad, examinando si la actividad financiera pública cumple los límites, procedimientos y condicionantes establecidos por el Derecho. Es cierto que en un primer momento la Hacienda Pública y el Derecho Financiero tendieron a confundirse precisamente porque en España esta última disciplina se desgajó históricamente de las cátedras de Hacienda Pública existentes en nuestras universidades. Probablemente tal circunstancia ha imbuido al Derecho Financiero de una metodología que acaso no existe en otros países (en los que, a diferencia de lo que ocurre en España, se estudia casi exclusivamente la problemática jurídica que rodea a los ingresos tributarios y no tanto lo que concierne a los gastos públicos). En definitiva, son enfoques distintos que no deben confundirse, pues la Hacienda Pública puede ser estudiada desde distintas perspectivas (económica, sociológica, jurídica, etc.) y ello no implica que tales estudios correspondan a una misma disciplina científica.

			Por otro lado, aun perteneciendo al Derecho Público, nuestra disciplina se diferencia del Derecho Administrativo en función de la realidad concreta que regula: el Derecho Financiero se dedica al estudio jurídico de un específico ámbito de la actividad de los entes públicos: la actividad financiera de los mismos, mientras que el Derecho Administrativo estudia otras actividades administrativas: prestación de servicios públicos, actividades de fomento, contratación pública, potestad sancionadora, etc., además de cuestiones básicas del Derecho Público. Ello no obstante, existirán a menudo puntos comunes entre una y otra disciplina (sobre todo, en determinados ámbitos financieros que llevan a cabo las Administraciones Públicas, como son el caso de las subvenciones o la contratación administrativa), siendo así que además los principios que informan el Derecho Financiero se encuentran muy cercanos en algunos supuestos a los del Derecho Administrativo, hasta el punto de que las disposiciones generales del Derecho Administrativo (acto administrativo, procedimientos, etc.) constituyen Derecho supletorio para nuestra disciplina (arts. 7.2 LGT y 4.3 LGP).

			Decíamos anteriormente que la actividad financiera de los entes públicos está sometida al Derecho a pesar de ser una actividad esencialmente política. Ciertamente, nuestro Derecho regula distintas cuestiones relacionadas con la ordenación de las finanzas públicas en la Constitución y en las leyes. De hecho, el origen de las cortes medievales se encuentra muy relacionado con el requerimiento formulado al monarca por los distintos estamentos sociales de dar consentimiento a través de sus representantes a las cargas tributarias que el poder real pretendía imponer. Estaríamos ante los inicios de un parlamentarismo estamental a finales del siglo xii y principios del siglo xiii (v. gr., Carta Magna inglesa de 1215). Tal idea vendría a sintetizarse a mediados del siglo xviii y en el ámbito de los movimientos revolucionarios e independentistas de las colonias británicas en América, con la expresión no taxation without representation (no debe existir tributación sin representación —﻿política﻿—), principio que a su vez derivaba de la citada Carta Magna inglesa.

			Pues bien, como se irá deduciendo de las páginas de este Manual, la Constitución establece una serie de principios y límites al ejercicio del Poder Financiero por parte del Estado y de otros entes públicos que tienen atribuidas competencias financieras, principios que son posteriormente desarrollados por leyes y reglamentos, como se verá.

			INGRESOS PÚBLICOS Y DERECHO

			Ingresos públicos más habituales: una visión general

			Los entes públicos obtienen ingresos con los que harán frente a los distintos gastos públicos por diversas vías, todas ellas reguladas jurídicamente.

			La principal fuente de ingresos para los entes públicos es el tributo, que constituye además la figura esencial de financiación pública en términos cuantitativos toda vez que porcentualmente la mayor parte de los ingresos públicos provienen de dicha figura, la cual será examinada en la lección tercera de este Manual. Siguiendo a Calvo Ortega, el tributo es una prestación monetaria coactiva establecida por ley y debida a un ente público por la realización de hechos lícitos que manifiestan capacidad económica. Como se estudiará en su momento, la Constitución exige una norma con rango de ley para el establecimiento y regulación de los tributos, así como el respeto a una serie de principios jurídicos que serán examinados en la cuarta lección de este Manual, conformando todo ello lo que denominamos Derecho Tributario. Todas las cuestiones que afectan a la figura del tributo desde una perspectiva general tales como conceptos, principios, relación jurídico-tributaria, procedimientos, etc., serán objeto de desarrollo en las lecciones 3 a 16 de este Manual, nos remitimos a lo que en ellas se indicará al respecto.

			Asimismo, debe tenerse en cuenta una figura que será igualmente estudiada en la lección tercera de este Manual y que, sin tener carácter tributario, sí que constituye un recurso para los entes públicos. Se trata de los precios públicos, que podrían definirse como las contraprestaciones pecuniarias debidas a los entes públicos por prestación de servicios y actividades en régimen de Derecho Público cuando los mismos no resulten esenciales para los ciudadanos y sean prestados, además, por otros entes privados (v. gr., el pago realizado por el acceso a las instalaciones de un gimnasio municipal cuando el mismo servicio se oferta por entes privados a precios similares). En tales casos, los entes públicos concurren en competencia con otros operadores económicos y la contraprestación de tales servicios no se considera un tributo (por no ser coactiva) sino un pago voluntario al ente público por la contratación de determinados servicios que podrían haberse contratado con otro ente privado. Y no se trata de la única figura que, no siendo tributaria, se asimila bastante a un tributo: en los últimos años ha cobrado relevancia en el panorama del Derecho Financiero las llamadas «prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario» que se hicieron particularmente patentes a partir de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Ciertamente, se quería con dicha figura caracterizar determinadas contraprestaciones cobradas por entes privados concesionarios de servicios públicos, siendo así que al no satisfacerse tales cantidades a entes públicos no podían ser conceptuadas técnicamente como tributos y, no obstante, tenían un cierto halo de coactividad en la medida en que los servicios ofertados fueran de carácter esencial. Pues bien, el uso extensivo de dicha figura para fines espúreos (como, entre otros, pretender excluir ciertas obligaciones de pago del control constitucional de los principios tributarios contenidos en el art. 31.1 de nuestra Constitución) ha ocasionado que se denominen así auténticos tributos que han aparecido en los últimos años en el panorama nacional, con grave quebranto a la claridad y concisión que deberían presidir la técnica legislativa.

			Adicionalmente pueden considerarse otras figuras que acarrearán ingresos para la Hacienda Pública, entre los que estarían los ingresos patrimoniales y monopolísticos.

			Los ingresos patrimoniales son aquellos que obtiene un ente público con motivo de la gestión (explotación, enajenación) de determinados bienes de su propio patrimonio. Para determinar lo que debe entenderse por ingresos patrimoniales es preciso indicar, con carácter previo, que los entes públicos pueden ser titulares de patrimonio que gestionarán según las reglas del Derecho Privado (alquilando o vendiendo según los contratos que contempla el Derecho Civil) pero también del Derecho Público, pues no en vano están sometidos a la ley y el Derecho y, sustancialmente, cuando se autorizan determinados usos del dominio público (v. gr., concesión de licencias para el aprovechamiento del suelo o subsuelo público). En tales casos serán aplicables las limitaciones, privilegios y, en definitiva, el régimen particular contemplado por la legislación vigente y, principalmente, en la Ley 33/2003 de Patrimonio de las Administraciones Públicas, que viene a desarrollar los principios contenidos en el artículo 132 de nuestra Carta Magna. Dicho precepto recoge:

			1. La Ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, así como su desafectación.

			2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la Ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental.

			3. Por Ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional, su administración, defensa y conservación.

			Sin entrar en mayores consideraciones al respecto, habría que diferenciar lo que son bienes de dominio público (afectados al uso general o al servicio público, los contenidos en el art. 132.2 de la Constitución y aquellos a los que una ley otorgue expresamente el carácter de demaniales), regidos por el Derecho Público (que provocarán por lo general ingresos tributarios —﻿tasas﻿—), y el resto de bienes públicos, que se podrán regir también por las oportunas normas del Derecho Privado, y que proveerán de ingresos patrimoniales a los entes públicos. Así, por ejemplo, si el Estado alquila un inmueble no afecto a servicio público u obtiene dividendos de acciones de empresas públicas, tales ingresos pasarán a engrosar sus arcas y se regirán por el Derecho Civil o Mercantil, además del Derecho Público que regula la producción de actos del ente público en particular. Ello no obstante, y salvo determinados Estados que han hecho de explotaciones mineras o de yacimientos de hidrocarburos un ingreso constante y fundamental para su Hacienda Pública, la mayoría de los Estados y entes públicos obtienen por esta vía unos recursos que pueden considerarse mínimos o residuales en relación con el volumen total de ingresos. Y si bien es cierto que un sector relevante de la doctrina (entre los que cabe destacar a Calvo Ortega y Simón Acosta) han entendido que los ingresos patrimoniales no pertenecen al ámbito de estudio del Derecho Financiero porque los mismos no se obtienen con el carácter esencial de financiar el gasto público sino de gestionar los bienes patrimoniales de los entes públicos, un sector mayoritario (entre los que debe citarse a Bayona de Perogordo) entiende que los ingresos patrimoniales forman parte del objeto de estudio del Derecho Financiero porque allegan recursos a las arcas públicas (más o menos, en función de la riqueza patrimonial del ente público) siendo así que por ende deben ser analizados por tal disciplina jurídica.

			Como figura cercana a la anteriormente indicada deben citarse, asimismo, los ingresos monopolísticos, que son aquellos que obtiene un ente público como consecuencia de la explotación de un monopolio fiscal, esto es, de llevar a cabo una actividad lucrativa que el propio ente se ha reservado con exclusión de otros posibles empresarios y con el fin último de percibir unos ingresos constantes a lo largo del tiempo. Históricamente son varios los monopolios que los distintos países se han reservado con tal finalidad, normalmente relacionados con la comercialización de un determinado producto o servicio (azúcar, tabaco, petróleo, teléfono, etc.). Hoy en día, el hecho de pertenecer a la Unión Europea ha provocado la práctica desaparición de los monopolios tradicionales que existían en España, dado que entrarían en colisión con el artículo 37 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. De hecho, en España solo quedan vigentes (de forma muy atemperada) el monopolio de tabacos en la venta al por menor y el monopolio de loterías.

			En el análisis de los ingresos públicos han de considerarse, adicionalmente, las subvenciones y demás transferencias realizadas por otros entes (normalmente públicos) al presupuesto del ejercicio. En efecto, en algunas ocasiones los presupuestos públicos se nutren de transferencias financieras que provienen de otros organismos. Ejemplos de ello serían los fondos de convergencia reconocidos por la Unión Europea a favor de los países con menos renta per capita (y de los que ha sido una gran beneficiaria España en décadas pasadas), los fondos de compensación interterritorial que reconoce el Estado español a las Comunidades Autónomas con menos renta, otros fondos reconocidos en los Presupuestos Generales del Estado a favor de Comunidades Autónomas y Entes Locales, o bien, por último, los fondos reconocidos a favor de tales Entes Locales por parte de algunas Comunidades Autónomas en las que se ubican, como sería el caso particular de Andalucía.

			Residualmente, pueden considerarse también como ingresos de los entes públicos las multas y sanciones cobradas por un ente público al producirse infracciones del ordenamiento jurídico. Tienen una consideración residual porque su finalidad no es primordialmente la de financiar los gastos públicos ni se rigen necesariamente por principios propios de los otros recursos que obtienen los entes públicos (v. gr., el principio de capacidad económica), si bien los ingresos que de ellos se obtienen benefician en última instancia al ente público que cobra tales multas y sanciones. No obstante todo lo anterior, tales multas pecuniarias —﻿excepto las que tienen que ver con infracciones y sanciones relacionadas con el Derecho Financiero, como sería el caso de las relacionadas con la aplicación de los tributos o la ejecución presupuestaria﻿— no son estudiadas por nuestra disciplina sino por otras (Derecho Administrativo, Derecho Mercantil, Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, etc.) al tratarse de la potestad sancionadora del Estado y otros entes públicos que no tiene una finalidad recaudatoria sino hacer cumplir el ordenamiento jurídico.

			La Deuda Pública

			Cuando el volumen de ingresos de un determinado ejercicio no alcanza a cubrir los gastos que han de realizarse en el mismo, los entes públicos pueden acudir al endeudamiento, de forma similar a como ocurre en las economías privadas, sobre todo cuando se adquieren determinados bienes de inversión cuyos beneficios se extenderán en el tiempo.

			La Deuda Pública es, pues, toda cantidad debida por un ente público a acreedores diversos, y puede contraerse bien acudiendo directamente a prestamistas institucionales (entidades financieras) o a otros inversores públicos o privados, o bien, principalmente, acudiendo a los mercados de capitales (Bolsa) a través de la emisión de bonos.

			Pues bien, el acceso a la Deuda Pública tiene una regulación jurídica en nuestro ordenamiento la cual, en los últimos tiempos, ha experimentado un desarrollo notable por la pertenencia de nuestro país a la Unión Europea y, particularmente, por la adhesión de España al euro. Así pues, la normativa europea ha establecido unas normas básicas en virtud de las cuales deben evitarse situaciones crónicas de déficit estructural, lo cual tiene como consecuencia que se limita el acceso constante al recurso de la Deuda Pública pues no deben superarse determinados límites. Por esta razón, la Unión Europea ha aprobado normativa para evitar episodios de déficit excesivo y de sobreendeudamiento crónico de los Estados, lo cual de hecho llevó a modificar en 2011 el artículo 135 de nuestra Constitución y a aprobar una Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria para recoger al máximo nivel normativo todas estas exigencias europeas de buen gobierno. Sobre ello volveremos en la primera lección de este Manual.

			Como veremos inmediatamente, los distintos entes territoriales (Estado, Comunidades Autónomas, Entes Locales), así como supranacionales (Unión Europea) pueden acudir al crédito siempre y cuando se satisfagan determinados requisitos de habilitación normativa y, en su caso, autorización.

			
				
					
				
				
					
							
							DISTINTOS TIPOS DE INGRESOS PÚBLICOS

							Tributos

							Precios públicos

							Ingresos patrimoniales

							Ingresos monopolísticos

							Ingresos por subvenciones y transferencias

							Ingresos por multas y sanciones (no estudiados, generalmente, por el Derecho Financiero)

							Ingresos por Deuda Pública

						
					

				
			

			Gastos Públicos y Derecho. El ciclo presupuestario

			La realización del gasto público por el Estado, Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales y demás entes públicos requiere de una planificación previa y, por otro lado, de un procedimiento de gasto que acabará con controles del mismo. Es lo que se denomina ciclo presupuestario, pues la actividad financiera de los entes públicos se inicia con la aprobación de un presupuesto, se continúa con la ejecución de ese plan financiero y termina con el control de la referida ejecución presupuestaria.

			Así pues, el ciclo presupuestario es el procedimiento a través del cual se configura la previsión de ingresos y, fundamentalmente, la autorización de gastos para las distintas Administraciones Públicas y, por otro lado, se realiza el gasto programado y se controla el mismo.

			Referido ciclo presupuestario se inicia con la aprobación del presupuesto del ente público según los procedimientos que veremos en la lección primera de este Manual y se continúa con su ejecución. Corresponde a los distintos centros gestores (por ejemplo, ministerios, consejerías, etc.), esto es, a la Administración, ir realizando los gastos de acuerdo con el plan financiero anual que contienen tales presupuestos. Dicha operación se subdivide en distintas fases que se estudian en la lección segunda de este Manual y que podrían reunirse en torno a dos ideas básicas: procedimientos conducentes a la generación de la obligación pública (gasto público), por un lado, y ordenación de pagos, por otro.

			Podría entenderse que con la ejecución del presupuesto se cierra el ciclo presupuestario, una vez se ha configurado el resumen de la ejecución total del plan financiero anual. Sin embargo, el delicado equilibrio existente entre competencias atribuidas al legislativo y ejecutivo (en el ámbito estatal y autonómico) quedaría ciertamente desvirtuado si no existiera la posibilidad de control de la ejecución presupuestaria. Existen dos tipos de control: el interno, a cargo de la propia Administración que realiza el gasto público, y el externo, que es doble: el llevado a cabo por los oportunos tribunales de cuentas (Estatal, autonómico —﻿en su caso﻿—, de la UE), de carácter técnico, y por la asamblea que aprobó el presupuesto, de carácter más político. Sobre todas estas cuestiones volveremos en la lección segunda de este Manual.

			LA ESPECIAL IMPORTANCIA DEL DERECHO TRIBUTARIO COMO PARTE MÁS DESARROLLADA DEL DERECHO FINANCIERO

			Ya se ha indicado previamente que el Derecho Financiero es al Derecho Tributario lo que el todo a la parte. Ello no obstante, también se ha indicado que el Derecho Tributario ha experimentado un espectacular desarrollo si se compara con otros campos del Derecho Financiero (Deuda Pública, Derecho Presupuestario y de los Gastos Públicos, etc.) al constituir el instituto de la imposición un fenómeno de masas, en la que anualmente se encuentran implicados millones de contribuyentes y por distintos motivos (obtención de renta, venta de bienes, etc.). De tales relaciones tributarias derivan multitud de conflictos de aplicación de las normas que han de ser resueltos por la propia Administración —﻿en vía de consultas tributarias y revisión administrativa﻿— y, por otro lado, por los jueces y tribunales. Ello es debido a que existen dos intereses lógicamente contrapuestos en los sujetos que intervienen en las relaciones tributarias: por un lado, los contribuyentes intentarán aplicar la normativa reduciendo al máximo la factura fiscal que ha de resultar (por medios más o menos lícitos, como se examinará en la lección sexta de este Manual); por otro lado, las Administraciones tributarias intentarán que no se reduzcan los ingresos fiscales a través de aplicaciones enrevesadas de la norma o, directamente, por fraude fiscal. Así pues, el legislador, para solventar los problemas en la aplicación de las normas tributarias, procura ser exhaustivo en la regulación de las relaciones fiscales entre Administraciones y obligados tributarios, lo cual ha derivado en una producción normativa ciertamente notable y, paralelamente, en un casuismo de resolución de controversias elevadísimo. Por tal razón vamos a desarrollar en las lecciones 3 a 16 de este Manual, con más detalle, las cuestiones referidas a la aplicación de los tributos por encima de otras cuestiones relevantes del Derecho Financiero que, siendo importantes, suelen conllevar menores conflictos jurídicos.

			COMPETENCIAS FINANCIERAS DE LOS DISTINTOS ENTES PÚBLICOS

			Antes de concluir esta introducción nos ha parecido oportuno, para dar una visión general de la disciplina, aludir a las competencias financieras de los distintos entes públicos distintos al Estado, a lo cual dedicamos unas líneas finales. Ello se debe a que la regulación jurídica de la actividad financiera del Estado es ciertamente relevante y por ello se desarrolla acaso con mayor intensidad en este Manual. Sin embargo, la actividad financiera de otros entes distintos al Estado tiene una regulación específica e importancia notable que merece una mención particular.

			Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales

			La Constitución y las leyes fijan determinadas competencias financieras que pueden ser ejercidas por las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales, y ello tanto en el ámbito de los ingresos públicos ordinarios (y particularmente en relación con los tributarios, que son los más relevantes) como en el ámbito de los gastos públicos. Tales entes territoriales se encuentran —﻿como no podía ser de otra forma﻿— sometidos al Derecho Financiero, el cual fija el devenir de su actividad financiera pública.

			Así, por un lado, las Comunidades Autónomas gozan de «autonomía financiera para el desarrollo de sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y la solidaridad de todos los españoles» (art. 156.1 CE).

			Dicha autonomía financiera conlleva, por un lado, la posibilidad de aprobar sus propios presupuestos por ley autonómica y de acuerdo con la regulación prevista en sus respectivos estatutos de autonomía y de la ejecución de los mismos conforme a la normativa aplicable (normalmente leyes autonómicas que tienen una estructura y contenido similar a la LGP). Por su parte, el control interno se ejerce por la oportuna intervención general de la Comunidad Autónoma y el externo corresponderá al Tribunal de Cuentas del Estado —﻿sin perjuicio del control ejercido por el respectivo Tribunal de Cuentas autonómico, si lo hubiere﻿— y a la asamblea legislativa autonómica. Sobre ello volveremos en las lecciones primera y segunda de este Manual.

			Pues bien, todo lo anterior no debe considerarse sino como limitaciones necesarias a la autonomía financiera de los referidos entes territoriales de acuerdo con el principio de coordinación contenido en el artículo 156 CE.

			Por otro lado, la autonomía financiera reconocida en el artículo 156 de la Constitución a las Comunidades Autónomas se refiere también a los recursos. Particularmente contempla el artículo 157 de nuestra Carta Magna lo siguiente:

			1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

			a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado, recargos sobre impuestos estatales y otras participaciones en los ingresos del Estado.

			b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

			c) Transferencias de un fondo de compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los presupuestos Generales del Estado.

			d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.

			e) El producto de las operaciones de crédito.

			2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

			3. Mediante Ley Orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

			Sin perjuicio de algunas cuestiones sobre las que no podemos entrar ahora por limitaciones obvias de espacio, es preciso indicar que las Comunidades Autónomas pueden acudir al crédito —﻿como se verá en la lección siguiente﻿— para financiar sus gastos, pueden obtener recursos de su patrimonio y conforme al Derecho Privado (por ejemplo, del alquiler de bienes inmuebles no demaniales cuya titularidad ostenta) o bien del Fondo de Compensación Interterritorial y otras asignaciones previstas en los PGE, que vienen a hacer efectivo el principio de solidaridad entre territorios recogido en varios preceptos de la Constitución (arts. 2, 131, 138 y 156, entre otros).

			En relación con la figura del tributo que, como hemos indicado en varias ocasiones, resulta el instrumento recaudatorio más importante de entre todos los ingresos públicos, se destacan los siguientes aspectos:

			— La normativa estatal puede prever la cesión (total o parcial) a las CCAA de ciertos impuestos de creación estatal. Así, por ejemplo, la recaudación de algunos tributos estatales está cedida totalmente (como sería el caso del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones) y otros solo de manera parcial (así, se cede el 50 por 100 del IRPF o del IVA). Las cesiones de recaudación conllevan normalmente la atribución de competencias normativas (esto es, las CCAA pueden regular algunos aspectos del tributo) y, en algunos casos, competencias de gestión (recaudación, inspección, etc.).

			— También prevé nuestra Carta Magna que las CCAA puedan establecer recargos sobre impuestos estatales. Se trata de incrementar en un porcentaje lo que debe pagarse por determinados tributos del Estado, siendo así que la respectiva Comunidad Autónoma recaudaría el incremento sobre la cantidad que habría de pagarse de no haberse fijado dicho recargo. Sin embargo, las CCAA no han ejercido por lo general (más allá que los recargos sobre la así llamada tasa sobre el juego) esta particular competencia por constituir un aumento fiscal impopular. De hecho, la única Comunidad Autónoma que aprobó un recargo sobre el IRPF del 3 por 100 fue la Comunidad de Madrid por Ley 15/1984, de 19 de diciembre, del Fondo de Solidaridad Municipal de Madrid. A pesar de que la STC 150/1990 declaró constitucional el recargo, la presión popular hizo que el mismo se retirara.

			— Finalmente, también pueden las CCAA crear sus propios tributos, ya sean impuestos, tasas o contribuciones especiales, categorías a las que nos referiremos en la lección tercera de este Manual. Con ello alude la Constitución a tributos (y sobre todo a impuestos) que no se encuentren ya creados en el sistema tributario definido por el Estado. Sin embargo, para evitar un desorden en nuestro ordenamiento fiscal (que podría ocurrir si cada Comunidad Autónoma legislara respecto a sus tributos sin atenerse a ningún tipo de reglas), el apartado 3 del artículo 157 CE se remite a lo que disponga una ley orgánica en cuanto al ejercicio de las competencias financieras previstas para las CCAA (y singularmente de las tributarias, como se verá seguidamente). La Ley Orgánica citada en el último párrafo del artículo 157 de nuestra Constitución no es otra que la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA), y contiene una serie de normas para coordinar los recursos de las CCAA con los del Estado, evitando la complicación innecesaria del sistema tributario español. Así pues, una de las limitaciones más importantes viene contenida en el artículo 6 LOFCA en virtud del cual las Comunidades Autónomas no podrán crear tributos que recaigan sobre supuestos (hechos imponibles) ya gravados por el Estado o los Entes Locales. Con ello se persigue principalmente —﻿y repetimos la idea porque tiene una gran importancia﻿— lograr una coordinación entre las figuras impositivas de los distintos entes territoriales, toda vez que si se grava lo mismo que resulta ya gravado por el Estado, bastaría con fijar un recargo sobre el tributo estatal en lugar de una figura tributaria autónoma.

			Lo dicho con anterioridad sería válido para las Comunidades Autónomas de régimen común, esto es, todas menos la Comunidad Foral de Navarra y las Diputaciones de los tres Territorios Históricos vascos (Álava, Guipúzcoa y Vizcaya), que constituyen territorio foral y, en consecuencia, tienen un régimen distinto del resto de territorios de España. La diferencia estriba en que tanto Navarra como Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, por motivos históricos, disponen de un sistema tributario propio, amparado por la Constitución (Disp. Adic. 1.ª), en virtud del cual los tributos recaudados en su territorio son aprobados por tales territorios, por mucho que tengan que estar armonizados con los tributos del resto del Estado. Además de todo ello, los territorios forales, en virtud del régimen de Convenio en Navarra (Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra) o Concierto en el País Vasco (Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco), recaudan por sí mismos sus impuestos y de todo ello contribuyen en un porcentaje a las arcas del Estado (aportación o cupo) para hacer frente a las cargas de este último no asumidas por el territorio foral.

			Por su parte, la Constitución también reconoce autonomía a las Corporaciones Locales (y particularmente a los Municipios) en su artículo 140, siendo así que dicha autonomía no puede ser plena si no existe la posibilidad de ingresar más o menos y, en consecuencia, aumentar o disminuir el volumen de gastos: gobernar implica poder decidir sobre los gastos (y en consecuencia, sobre los ingresos) de un determinado ente público. Habida cuenta de la reducida importancia de las Provincias como Entes Locales gestores, vamos a referirnos básicamente en las líneas que siguen a la actividad financiera de los Municipios.

			Pues bien, dado que tanto para gastar como para obtener ingresos coactivos es preciso la concurrencia de una ley (en virtud del principio de reserva de ley que será objeto de estudio más profundo en la lección cuarta de este Manual), lo cierto es que, a diferencia de las Comunidades Autónomas, las disposiciones normativas emanadas de las asambleas municipales (ordenanzas municipales) no tienen rango de ley sino de reglamento. Por ello, se requieren —﻿con más fuerza si cabe que en el ámbito de las CCAA﻿— disposiciones legales que ordenen la actividad financiera de tales Entes Locales.

			Por todo ello, el artículo 2.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLHL) recoge:

			La hacienda de las Entidades Locales estará constituida por los siguientes recursos:

			a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de Derecho Privado.

			b) Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles sobre los impuestos de las Comunidades Autónomas o de otras Entidades Locales.

			c) Las participaciones en los tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas.

			d) Las subvenciones.

			e) Los percibidos en concepto de precios públicos.

			f) El producto de las operaciones de crédito.

			g) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.

			h) Las demás prestaciones de Derecho Público.

			Como ya hemos puesto de manifiesto, se trata de un amplio abanico de recursos que oscilan entre los que tienen su fundamento en el Derecho Privado y los que tienen su razón de ser en fuentes de Derecho Público. Entre estos últimos destacan —﻿como en otros entes territoriales﻿— los ingresos tributarios y, en particular, los impuestos. El TRLHL fija una serie de impuestos que obligatoriamente han de extraer los Municipios y otros cuya fijación es potestativa para el Ente Local, si bien con la penuria actual de tales entes territoriales los mismos se encuentran abocados a exigir prácticamente la totalidad de los recursos tributarios que la ley pone a su disposición. La normativa reguladora de los tributos municipales se encuentra recogida en ordenanzas municipales de carácter fiscal (ordenanzas fiscales), que concretan los términos previstos en el TRLHL para los tributos que pueden ser exigidos por los municipios, existiendo un cierto margen para los mismos en el sentido de que pueden recaudar más o menos tributos dentro de los límites que prevé la ley.

			Unión Europea

			La Unión Europea (UE) es también un ente público que tiene su propia actividad financiera y, por ende, requiere de ingresos para programar y realizar sus gastos, y la ordenación jurídica de unos y otros resulta, asimismo, regulada por el Derecho, constituyendo por ello objeto de nuestra disciplina jurídica. Todas estas cuestiones (cuáles son los recursos financieros de la UE y cómo realiza su gasto) se examinarán en las lecciones primera y segunda de este Manual.

			Además, es preciso indicar que la Unión Europea ha aprobado una serie de normas que afectan a la fiscalidad de sus Estados miembros, ya sea por regular directamente los elementos esenciales de determinados tributos (v. gr., en el ámbito de la imposición indirecta, el Impuesto sobre el Valor Añadido o gran parte de los Impuestos Especiales, que se encuentran armonizados a nivel de la UE), o bien porque los tributos fijados por los distintos países integrados en el proyecto de integración europeo deben respetar determinadas libertades fundamentales (libre circulación de mercancías, personas, servicios y capitales) y ciertas prohibiciones (v. gr., la de conceder determinados beneficios fiscales que puedan considerarse ayudas de Estado) que se han fijado en los tratados constitutivos de la UE.
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DERECHO PRESUPUESTARIO (I): CONCEPTO, PRINCIPIOS Y ELABORACIÓN DE LOS PRESUPUESTOS PÚBLICOS. LA DEUDA PÚBLICA

			
				
					
				
				
					
							
							¿Qué puede entenderse por un presupuesto público? ¿Cuál es su naturaleza y qué contenidos tiene? ¿Qué principios jurídicos rigen su elaboración? ¿Cuál es el procedimiento de aprobación de los Presupuestos Generales del Estado? ¿Y qué ocurre en relación con otros entes públicos como las CCAA, Entes Locales o la UE? ¿Pueden contraer los entes antes citados Deuda Pública? Y si es así, ¿con qué requisitos y condiciones? ¿Cuál es el régimen jurídico de la Deuda Pública y qué garantías se contemplan en nuestro ordenamiento para los deudores de entes públicos?
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1. INTRODUCCIÓN

			La idea de presupuesto no es ajena al lenguaje común. Se suele decir que un concreto gasto (por ejemplo, la adquisición de un bien de lujo) «se sale del presupuesto». Con tal expresión se pretende significar que un determinado gasto no puede afrontarse de acuerdo con la ordenación de la actividad económica (previsión de ingresos y gastos) que se ha realizado previamente. Ello no significa que no pueda pagarse un bien o servicio, sino que no se había previsto un gasto tan elevado o que el mismo puede descabalar el plan financiero personal o familiar poniendo en peligro la realización de gastos o inversiones en un futuro. En definitiva, como se ha indicado, la idea de presupuesto se identifica con la ordenación de los ingresos y gastos de un determinado sujeto y en un período concreto.

			Los sujetos públicos también deben ordenar su actividad financiera al igual que los sujetos privados, o si cabe más aún, habida cuenta de dos condicionantes:

			— En primer lugar, porque se manejan fondos públicos que deben ser minuciosamente controlados.

			— Y, en segundo lugar, porque no existe una voluntad autónoma que pueda irse ejerciendo en cada momento (como ocurre en las economías privadas en las que cabe mayor improvisación), sino que tal actividad debe ser cuidadosamente planificada para poder satisfacer los gastos derivados de las obligaciones contraídas y objetivos pretendidos por tales entes públicos con unos ingresos en realidad inciertos o estimados y sin incurrir en estados crónicos de déficit.

			Todo ello hace que los presupuestos de los entes públicos deban ser ordenados con precaución y detalle y da lugar al nacimiento de un conjunto normativo dentro de la disciplina del Derecho Financiero: el Derecho Presupuestario, regulado en sus cuestiones básicas por la Constitución y, principalmente, por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (LGP), y la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (LOEPSF), a las que inmediatamente aludiremos; tales normas ordenan, en términos muy generales, la elaboración y aprobación de los presupuestos, que examinaremos en esta lección, además de su ejecución y control, lo cual será objeto de estudio en la lección siguiente.

			Por todo ello, vamos a referirnos primeramente a cuestiones básicas en relación con los Presupuestos Generales del Estado (PGE) como qué deben entenderse por tales, qué contenidos tienen los mismos y por qué principios se rigen; seguidamente se estudiarán algunas cuestiones relacionadas con el inicio del ciclo presupuestario y particularmente la elaboración y aprobación de los presupuestos de los distintos entes públicos.

			Asimismo, y después de estudiar la esencial institución de los Presupuestos Generales del Estado, parece oportuno siquiera una escueta mención a los presupuestos de los otros entes territoriales (Comunidades Autónomas y Entidades Locales) e institucionales (organismos, empresas y fundaciones públicos) para permitir una visión de conjunto; del mismo modo resulta interesante una breve referencia a los presupuestos de la Unión Europea.

			Muy vinculado al principio de estabilidad presupuestaria se encuentra el régimen de la Deuda Pública, dado que habitualmente los déficits presupuestarios conllevarán la necesidad de acudir al crédito por parte de los entes públicos deficitarios. Por ello y porque las autorizaciones de Deuda Pública suelen contenerse en las leyes de Presupuestos Generales del Estado, se ha estimado interesante hacer una breve referencia al régimen jurídico de la Deuda Pública en el último epígrafe de esta lección.

			
2. CONCEPTO, NATURALEZA Y CONTENIDO DE LA LEY DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO

			
2.1. Concepto de los Presupuestos Generales del Estado: su ley reguladora


			Los Presupuestos Generales del Estado (por tradición histórica española se denominan en plural aunque se refieren a un acto único por cada ejercicio económico) son una expresión cifrada (esto es, representada en cifras numéricas) de la actividad económica estatal en un determinado período, que en el caso de España coincide con el año natural.

			Tal período es común en los países de la Europa continental y en la propia Unión Europea como ente público que desarrolla a su vez una función financiera y tiene un ejercicio presupuestario que coincide, asimismo, con el año natural, aunque ello no es así en todos los países.

			Habida cuenta de que nuestra Constitución no recoge una definición detallada de lo que deba entenderse por Presupuestos Generales del Estado más allá de lo indicado en el artículo 134.2 (que se refiere a algunos principios rectores de dicha institución jurídica), hemos de acudir al concepto contenido en el artículo 32 de la Ley General Presupuestaria (LGP), a cuyo tenor: «Los Presupuestos Generales del Estado constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman parte del sector público estatal».

			Así pues, los presupuestos de cada ejercicio económico contienen un estado de ingresos (en función de la previsión de recaudación que se estime para un determinado período) y un estado de gastos (que dependerá lógicamente de la previsión de ingresos efectuada), todo lo cual encuentra su plasmación en una ley formal emanada de las Cortes: la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

			La doctrina ha señalado tradicionalmente que la parte más importante de los Presupuestos Generales del Estado (PGE) —﻿y, en general, de los presupuestos de los entes públicos﻿— viene conformada por el estado de gastos, que constituye un mandato que vincula al Ejecutivo desde una perspectiva negativa (en principio no pueden excederse las partidas de gastos que se prevén en los presupuestos, que vendrían a constituir un límite) y también en cierto modo de una forma positiva (exhortando el gasto en determinadas partidas presupuestarias).

			A diferencia de lo anterior, se ha venido entendiendo tradicionalmente que el estado de ingresos incluido en los presupuestos públicos constituye una mera estimación que no vincula al Ejecutivo y que no puede ser objeto de control. Ello se debe al hecho de que, a diferencia de en un primer momento histórico en el cual las previsiones de ingresos eran consideradas como autorizaciones de las cortes medievales y sucesivas a las exacciones que les imponía el monarca para financiar gastos concretos, posteriormente ha existido una bifurcación del principio de legalidad en materia financiera (vid., por ejemplo, la STC 136/2011, de 13 de septiembre, FJ 11.º): la exigencia, por un lado, de un consentimiento de los representantes del pueblo para aprobar los ingresos tributarios en normas independientes a los presupuestos (principio de reserva de ley en materia tributaria también conocido como de autoimposición, que será analizado en la Lección 4); y, por otro lado, el consentimiento de los representantes de la ciudadanía respecto de los gastos que han de realizarse con tales ingresos y, adicionalmente, de la cantidad de dinero que tendrá que solicitar el Estado (endeudamiento público) por insuficiencia de los ingresos ordinarios previstos, todo lo cual vendrá recogido en los PGE. En efecto, en la actualidad las leyes de presupuestos no contienen propiamente leyes tributarias que hayan de regir en el ejercicio presupuestario, ni siquiera se deben revalidar o convalidar tales normas tributarias para que sigan conservando su vigencia; por el contrario el Estado y los otros entes territoriales aprueban sus normas de ingreso (básicamente tributarias) con vigencia indefinida y virtualidad separada a las leyes de presupuestos, siendo así que —﻿como se verá en la Lección 5﻿— tales leyes de presupuestos únicamente pueden incluir algunas alteraciones mínimas en el ámbito de los ingresos tributarios que hayan sido previstas en cada una de las normas que aprueban los distintos tributos (actualizaciones de tarifa, definición de tipos de gravamen, etc.). Siendo esto así y recogiéndose el grueso de la regulación sustantiva de las leyes de ingreso en normas separadas de los PGE, la estimación de ingresos prevista en los mismos es meramente indicativa y no conlleva un mandato estricto a la Administración para recaudar una determinada cuantía, de manera que tales parámetros dependerán de las leyes tributarias particulares.

			
				
					
				
				
					
							
							Ello no obstante, tal doctrina ha sido cuestionada por el recurso presentado por diputados del Partido Popular a los Presupuestos Generales del Estado para 2009 en el que se planteaba si un error (deliberado o negligente) en la estimación de ingresos pudiera contradecir el mandato del artículo 134.1 de la Constitución de que los presupuestos incluyan «la totalidad de ingresos y gastos del sector público estatal», sobre todo en atención a uno de los principios que rigen la elaboración de los presupuestos —﻿y que será examinado inmediatamente﻿— cual es el principio de estabilidad presupuestaria. En efecto, si no se estiman adecuadamente los ingresos (o los mismos se «falsean» conscientemente o con un cierto grado de negligencia) puede incurrirse en un mayor déficit fiscal que el autorizado por las Cortes.

							La STC 206/2013, de 5 de diciembre, resolviendo sobre tal recurso recondujo la cuestión a la apreciación o no de arbitrariedad, expresando al respecto (FFJJ 7.º y 8.º) lo siguiente: «El último motivo de inconstitucionalidad se refiere igualmente a los artículos 1 a 6 y 50 de la Ley 2/2008. La demanda considera que los Presupuestos Generales del Estado no se adecuan al escenario económico, pues se basan en unas previsiones macroeconómicas excesivamente optimistas, ya que preveían un crecimiento del producto interior bruto (PIB) real para 2009 del 1 por 100, en contraste con las previsiones de los analistas, cuya media se situaba en un –0,9 por 100. Por ello, se afirma que “la previsión de gastos e ingresos del Estado contenidos en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2009 no encaja, por tanto, de ninguna manera en el mínimo de concordancia exigible con el escenario macroeconómico ajustado a la realidad corriente y la predecible para el año 2009”… [siendo así que] un escenario macroeco nómico irreal, por optimista, resultaría en una estimación de ingresos también excesivamente optimista, generando el correspondiente “descuadre” de la financiación de los créditos que afirma el artículo 4 de la Ley de Presupuestos.

							Así centrado el objeto de la impugnación, debemos entonces abordar el fondo con arreglo a nuestra doctrina sobre el citado principio de no arbitrariedad, partiendo de la STC 13/2007, de 18 de enero (FJ 4.º), en la que con cita de anteriores recordamos que este Tribunal debe controlar la adecuación a la Constitución de las leyes sin imponer restricciones indebidas al Poder Legislativo y respetando sus opciones políticas y, en concreto, extremando el cuidado cuando se trata de aplicar preceptos generales e indeterminados, como es el de la interdicción de la arbitrariedad. Nuestra misión se ciñe, por tanto, a examinar si la norma impugnada “carece de toda explicación racional, lo que también evidentemente supondría una arbitrariedad, sin que sea pertinente realizar un análisis a fondo de todas las motivaciones posibles de la norma y de todas sus eventuales consecuencias” […].

							En fin, las estimaciones de crecimiento que sustentan el presupuesto impugnado no eran, de acuerdo con el canon de enjuiciamiento que nos corresponde emplear, carentes “de toda explicación racional”, sino que venían avaladas por el propio proceso de elaboración del presupuesto que en ningún caso puede garantizar que las previsiones de crecimiento económico que sirven como base para la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado se vean cumplidas. Así resulta además evidente si se examina, obviamente en retrospectiva, el comportamiento real del PIB en el ejercicio de 2009. Según la demanda, la media de las previsiones de los analistas estimaba la caída del PIB en un 0,9 por 100, por lo que reprocha a la Ley de Presupuestos que asumiese como válido un incremento del 1 por 100 (esto es, 1,9 puntos por encima de la citada media). Pues bien, la caída real del PIB en ese ejercicio, de acuerdo con los datos oficiales publicados por la agencia europea Eurostat, resultó ser de 3,7 puntos.

							Todo lo anterior permite desestimar la tacha de arbitrariedad.»

						
					

				
			

			
2.2. Naturaleza de la LPGE

			Todo lo anterior nos reconduce a otra idea que debe ser examinada en este momento. Es sabido que los Presupuestos Generales del Estado se aprueban a través de una Ley de Cortes: la así denominada Ley de Presupuestos Generales del Estado (LPGE). Mucho se ha discutido a lo largo de la historia sobre la naturaleza de tales actos legislativos. Cierto es que la figura de la aprobación parlamentaria de los presupuestos se remonta al inicio del parlamentarismo, con orígenes remotos en los parlamentos estamentales de la Edad Media.

			Sin embargo, la doctrina jurídica alemana (y particularmente Laband) entendió que la LPGE se trataba de una ley formal (puesto que era aprobada por los cauces previstos para todas las leyes, aun con algunas especialidades), pero no constituía una auténtica ley en sentido material al no ordenar conductas de la comunidad política (regulación de actos jurídicos, de responsabilidades por ilícitos, etc.): constituían únicamente una ordenación económica de la actividad pública. De hecho, el propio artículo 66 de nuestra Constitución podría entenderse alineado con dicha doctrina al recoger que «las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa, aprueban sus Presupuestos, controlan la acción del Gobierno…»; esto es, recoge la facultad de aprobar los PGE como una función diferenciada y distinta a la potestad legislativa.

			Ello no obstante, puede criticarse que la concepción de Laband se encuentre inspirada en las teorías emanadas de la Escuela Histórica del Derecho que, básicamente, entienden como normas jurídicas o leyes materiales exclusivamente las reglas de convivencia previstas por una comunidad histórica a lo largo del tiempo y que han servido para regularla; además, con tal doctrina se pretendía justificar un hecho histórico acontecido durante el siglo xix en Prusia, cuando el Gobierno de Bismark aprobó a lo largo de cinco años presupuestos sin que fueran votados por la Dieta prusiana.

			En la actualidad, no obstante, se entiende que las leyes de presupuestos constituyen normas jurídicas en sentido pleno, y que la diferencia que realiza la Constitución española entre la función legislativa y la aprobación de los presupuestos se trata únicamente de una especificación o aclaración que en nada condiciona la naturaleza jurídica de tales normas. Así lo ha entendido, por lo demás, el propio Tribunal Constitucional español al ser cuestionado sobre ello.

			
				
					
				
				
					
							
							Así, ya la temprana STC 27/1981, de 20 de julio, señala en su FJ 2.º: «Esta especificidad de la función parlamentaria de aprobación del Presupuesto conecta con la peculiaridad de la Ley de Presupuestos, en referencia a cualquier otra ley. Singularidad, que excede la cuestión, en estos momentos superada, del carácter formal o material de esta ley. Deriva, como se ha dicho, del carácter instrumental del presupuesto en relación con la política económica; pero, por otra parte, las notas singulares de la Ley presupuestaria ha de reconocerse que también vienen impuestas por el hecho de que su debate está, de alguna manera, restringido por las disposiciones reglamentarias de las Cámaras que regulan su procedimiento. Cierto que quizá pueda decirse que tales limitaciones no deriven de la Constitución, pero también lo es que el requisito de conformidad del Gobierno para toda proposición o enmienda que suponga aumento de gastos o disminución de ingresos que afecta a cualquier ley envuelve en este caso una restricción constitucional del debate». En un sentido similar pueden verse, entre otras, las SSTC 63/1986, de 21 de mayo; 76/1992, de 14 de mayo; 274/2000, de 15 de noviembre; 3/2003, de 16 de enero; o 9/2013, de 28 de enero.

						
					

				
			

			
2.3. Contenido de la LPGE

			Aunque el contenido necesario de los PGE es el estado de ingresos (previsión) y el estado de gastos (autorización), al tiempo que el valor máximo de deuda pública estatal —﻿que no deja de ser un ingreso más, aunque en este caso tiene carácter de autorización﻿— dado que se trata formal y materialmente de una ley, esta puede regular otras cuestiones distintas al estado de ingresos y gastos, lo cual suele, por lo demás, ocurrir.

			Dicho esto, cabe preguntarse si cualquier regulación jurídica prevista en las leyes de Presupuestos Generales del Estado es conforme a Derecho. En efecto, durante los años ochenta y principios de los noventa del siglo pasado tales leyes tenían un contenido de lo más heterogéneo que llevó a considerarlas como leyes omnibus que cada año modificaban las más diversas normas de nuestro ordenamiento. Tal circunstancia vino a ser criticada por la doctrina toda vez que las leyes de presupuestos, al constituir un elemento necesario para el funcionamiento de la Administración y del propio Estado, se aprueban de acuerdo con un procedimiento especial urgido por la necesidad de contar con un plan financiero antes de finales de año (para estar vigente en el siguiente ejercicio económico que se inicia cada 1 de enero) y con importantes limitaciones a la actividad parlamentaria tal y como señalaremos seguidamente. Por esta razón, la aprobación de determinadas reformas normativas por el cauce de la ley de presupuestos desvirtuaba la esencia de dicho instituto jurídico y detraía de la discusión parlamentaria y del debate de la opinión pública muchas materias que, de otro modo, habrían de aprobarse según un procedimiento más lento y con mayores garantías de publicidad y discusión política en el arco parlamentario.

			Pues bien, al respecto ha señalado el Tribunal Constitucional que el núcleo necesario de la Ley de Presupuestos Generales del Estado viene constituido por el estado de ingresos y gastos, así como por otras materias que guarden una relación directa con los ingresos o gastos del Estado, respondan a los criterios de política económica del Gobierno o sirvan a una mayor inteligencia o mejor ejecución del presupuesto (vid. SSTC 63/1986, de 21 de mayo; 65/1987, de 21 de mayo; 65/1990, de 5 de abril, y 76/1992, de 14 de mayo —﻿con excepcional resumen de todo ello en su FJ 4.º﻿—, entre otras). Por ello, las leyes de Presupuestos Generales normalmente contienen normas diversas referidas a retribuciones públicas, cálculo de pensiones y otras prestaciones sociales, etc.; asimismo, la Ley de Presupuestos de 1991 creó la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, e incluso se han llegado a regular tipos penales que protegen intereses recaudatorios (vid. SSTC 34/2005, de 17 de febrero, y 82/2005, de 6 de abril). Vid., asimismo, sobre el particular, las SSTC 9/2013, de 28 de enero; 86/2013, de 11 de abril; 206/2013, de 5 de diciembre, y 152/2014, de 25 de septiembre.

			
				
					
				
				
					
							
							Así, indica la STC 206/2013, de 5 de diciembre de 2013, que «cuando una norma no integra el presupuesto propiamente dicho, solo puede encontrar cabida en una ley de presupuestos si se cumplen, cumulativamente, dos condiciones:

							La primera, que exista una vinculación inmediata y directa con los gastos e ingresos públicos. Ahora bien, puesto que toda medida legislativa necesariamente es susceptible de tener un impacto en el gasto público (reduciéndolo o aumentándolo), o incluso en la estimación de ingresos, para que tenga cabida en este tipo de normas es esencial que la conexión con los gastos e ingresos públicos sea directa o inmediata.

							La segunda, que la inclusión en la ley de presupuestos esté justificada por facilitar una “mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución del Presupuesto y, en general, de la política económica del Gobierno” [STC 76/1992, de 14 de mayo, FJ 4.a)].

							Por tanto, de acuerdo con nuestra doctrina, aunque la ley de presupuestos puede ser un instrumento para una adaptación circunstancial y puntual de las distintas normas, no tienen en ella cabida las modificaciones sustantivas del ordenamiento jurídico, a menos que concurran en estas las dos condiciones citadas.

							Ad exemplum, hemos considerado que encuentran acomodo en una ley de presupuestos, como contenido eventual de la misma, medidas que suponen directamente la reducción del gasto público (STC 65/1990, de 5 de abril, FJ 3.º, sobre normas de incompatibilidad de percepción de haberes activos y de pensiones) o su aumento (STC 237/1992, de 15 de diciembre, relativa al incremento de retribuciones salariales para el personal al servicio de las Administraciones Públicas), la creación de un complemento retributivo para determinados cargos públicos (STC 32/2000, de 3 de febrero) o, finalmente, medidas que contribuyen a la efectiva recaudación de los ingresos públicos; así, en la STC 109/2001, de 26 de abril, declaramos que la modificación del régimen de prelación de créditos de la Seguridad Social por cuotas devengadas y no satisfechas tenía cabida en una ley de presupuestos toda vez que con esta medida se habría de producir “un incremento recaudatorio de tales deudas en vía ejecutiva con el consiguiente efecto positivo en los presupuestos de la Seguridad Social, lo cual evidencia, no solo una relación entre la medida adoptada y la previsión de ingresos del Estado, sino un objetivo de política económica y financiera del sector público estatal, tendente a hacer efectiva esa previsión de ingresos” (FJ 6.º).

							Por el contrario, hemos declarado extramuros de este tipo de leyes aquellas disposiciones de carácter general en las que no concurre dicha vinculación inmediata y directa, como sucede con la regulación in extenso de un procedimiento que facilita la recaudación de las deudas tributarias [STC 76/1992, FJ 4.b)]; o, en materia de función pública, por ejemplo, en relación con las normas relativas los procedimientos de acceso de los funcionarios sanitarios locales interinos a la categoría de funcionarios de carrera (STC 174/1998, de 23 de julio, FFJJ 6.º y 7.º), de provisión de los puestos de trabajo del personal sanitario (STC 203/1998, de 15 de octubre, FFJJ 3.º a 5.º), de edad de pase a la situación de segunda actividad de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía (STC 234/1999, de 16 de diciembre, FFJJ 4.º y 5.º), o, recientemente, los requisitos de titulación necesaria para acceder al Cuerpo Superior de Auditores del Tribunal de Cuentas (STC 9/2013, FJ 3.º)». La sentencia referida acaba declarando inconstitucionales (por contrarias al contenido propio de la LPGE para 2009) la modificación por dicha norma de infracciones y sanciones en el orden social, así como, de la Ley General de Subvenciones. Con carácter previo la STC 86/2013, de 11 de abril, había declarado inconstitucional la modificación de los efectos del silencio administrativo en los procedimientos para el reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones derivadas de la misma y, por su parte, la STC 152/2014, de 25 de septiembre, ha declarado igualmente inconstitucional por motivos similares a los expresados la creación de la Sociedad Estatal Loterías y Apuestas del Estado, la modificación de artículos de la ya citada Ley General de Subvenciones, o la regulación de los requisitos generales para el ingreso en los centros docentes militares de formación.

						
					

				
			

			Sin embargo, debe señalarse que el apartado 7 del artículo 134 de nuestra Constitución recoge textualmente que: «La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una Ley tributaria sustantiva así lo prevea». Por ello, aunque la configuración de los ingresos tributarios tiene una relación directa con el estado de ingresos —﻿y, por ende, de gastos﻿— el constituyente prohibió, partiendo de la experiencia histórica reciente, que las leyes de PGE crearan tributos ex novo y que modificaran las leyes tributarias (generales o particulares de cada tributo), en la medida en que de esta manera se contravendría el espíritu de la norma constitucional respecto del principio de reserva de ley en materia tributaria, que exige un procedimiento legislativo pausado y específico —﻿no sumario y general﻿— para las leyes tributarias. Así, salvo que estas prevean una remisión a la LPGE, como, por ejemplo, para actualizar la normativa en función de la inflación que se produce anualmente (tarifas de gravamen, coeficientes de actualización, etc.) o bien, incluso, para fijar tipos de gravamen particulares en determinados supuestos (como sería el caso del IVA, cuyos tipos fueron modificados al alza por la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2010), la Ley de Presupuestos Generales del Estado no podrá entrar a regular, por lo general, cuestiones tributarias. Ello no obstante, para que resulte aplicable el citado artículo 134.7 CE debe tratarse de tributos y no de figuras jurídicas de las que pudiera predicarse un efecto similar. Así, cuando se trate de prestaciones patrimoniales de carácter público que no reúnan el carácter de tributo —﻿como fue el caso de los descuentos o rappel obligatorios para las empresas farmacéuticas al proveer sus productos a la sanidad pública﻿— la prohibición que recoge el precepto referido no tendría virtualidad (SSTC 44/2015, de 5 de marzo, y 62/2015, de 13 de abril).

			Pues bien, a partir de la STC 76/1992, de 14 de mayo, en la que se indicó claramente que las LPGE no podían servir como instrumento para aprobar cualquier tipo de norma o de modificación legal, las leyes de presupuestos se aprobaron con el contenido necesario y relacionado directamente con la actividad financiera pública, si bien cada LPGE se tramitaba y aprobaba junto con otra ley (denominada «Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social» y conocida con el nombre de Ley de Acompañamiento), en la que se incluían todas las materias que estrictamente no cabían por su contenido en la ley de presupuestos pero que el Gobierno de turno estimaba conveniente aprobar anualmente al tiempo de tramitar la respectiva LPGE. Ello ocasionó, lógicamente, que tales leyes constituyeran en la práctica un totum revolutum que modificaba el ordenamiento jurídico cada año (y singularmente, el ordenamiento tributario) con grave riesgo del principio de seguridad jurídica y que la doctrina denunció como un fraude al espíritu del artículo 134.7 de nuestra Constitución. Sin embargo, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (v. gr., STC 136/2011, de 13 de septiembre, FJ 11.º) ha entendido —﻿con un voto particular en contra del Magistrado D. Manuel Aragón Reyes﻿— que tales leyes de acompañamiento son conformes a la Constitución.

			Por lo demás, las leyes de Presupuestos Generales del Estado se configuran por un texto articulado con sus anexos y los estados de ingresos y de gastos.

			En lo que respecta al texto articulado, el mismo contiene una serie de preceptos que suelen referirse a cuestiones diversas como sería el caso de normas respecto de la gestión presupuestaria, gastos de personas y pensiones públicas, operaciones financieras (Deuda Pública, avales del Estado, etc.), normas tributarias, entes territoriales y cotizaciones sociales.

			En lo que concierne a los estados numéricos, estos son la expresión cifrada de las previsiones de ingresos y, por otro lado y lo que es más importante, de las autorizaciones de gastos.

			Los estados de ingresos se estructuran de acuerdo con el artículo 41 LGP siguiendo las clasificaciones orgánica y económica:

			[image: Diagrama jerárquico que muestra la estructura económica del Presupuesto General del Estado. Se organiza en niveles descendentes: PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO Estructura económica en la parte superior como título, seguido por CAPÍTULO, ARTÍCULO, CONCEPTO y SUBCONCEPTO en la base, conectados por flechas que indican la relación jerárquica entre cada nivel]

			[image: Diagrama esquemático de la estructura económica presupuestaria dividido en tres secciones principales: Operaciones Corrientes (con capítulos 1-5), Operaciones de Capital y Operaciones Financieras, mostrando la clasificación económica del presupuesto público]

			Fuente: Libro azul PGE 2023.

			— La clasificación orgánica distinguirá los ingresos correspondientes a la Administración General del Estado y los correspondientes a cada uno de los organismos autónomos, los de la Seguridad Social y los de otras entidades, según proceda.

			— La clasificación económica agrupará los ingresos, separando los corrientes, los de capital, y las operaciones financieras.

			Para tener una idea de la importancia de los distintos ingresos en los PGE, reproducimos el siguiente gráfico:

			[image: Gráfico circular que muestra los ingresos tributarios prorrogados para PGE 2024, divididos en: IRPF (39%), IVA (33%), Impuestos Especiales (10%), Sociedades (13%) y Fiscalidad ambiental (1%). La imagen compara estos datos con los PGE 2023]

			Fuente: Libro amarillo PGE 2023.

			Los estados de gastos se estructuran conforme a lo dispuesto en el artículo 40 LGP, de acuerdo con las siguientes clasificaciones:

			— La clasificación orgánica que agrupará por secciones y servicios los créditos asignados a los distintos centros gestores de gasto de los órganos con dotación diferenciada en los presupuestos: la Administración General del Estado (i.e. ministerios), sus organismos autónomos, entidades de la Seguridad Social y otras entidades, según proceda.

			— La clasificación por programas, que permitirá a los centros gestores agrupar sus créditos y establecer, de acuerdo con el Ministerio de Hacienda, los objetivos a conseguir como resultado de su gestión presupuestaria. La estructura de programas se adecuará a los contenidos de las políticas de gasto contenidas en la programación plurianual, y se divide habitualmente en cinco grandes áreas de gasto (servicios públicos básicos, actuaciones de protección y promoción social, producción de bienes públicos de carácter preferente, actuaciones de carácter económico, actuaciones de carácter general) desarrolladas a su vez por 26 políticas de gasto, 87 grupos de programa y unos 200 programas.

			— La clasificación económica, que agrupará los créditos por capítulos separando las operaciones corrientes (relacionadas con gastos del ejercicio, como serían los gastos de personal, arrendamientos, etc.), las de capital (inversiones y transferencias de capital), las financieras (relacionados principalmente con la Deuda Pública del Estado, como serían los intereses abonados) y el Fondo de Contingencia de ejecución presupuestaria.

			[image: Diagrama que muestra los criterios de clasificación del presupuesto de gastos de las entidades con presupuestos limitativos. Presenta tres categorías principales: clasificación económica, por programas y orgánica, con sus respectivas subdivisiones y relaciones jerárquicas mediante cuadros conectados]

			Fuente: Libro azul PGE 2023.

			De este modo, existe un código presupuestario que combina la clasificación de los gastos y que individualiza cada partida presupuestaria, tal y como se indica en el siguiente cuadro:

			[image: Diagrama esquemático que muestra la estructura de un código identificativo con diferentes secciones]

			Fuente: Libro azul PGE 2023.

			Por lo demás, y obviando la estructura orgánica, se recogen seguidamente esquemas sobre la estructura por programas y económica de los gastos públicos.

			[image: Diagrama jerárquico que muestra la estructura del presupuesto público con tres niveles descendentes: ÁREA DE GASTO en la parte superior, seguido por POLÍTICA, luego GRUPO DE PROGRAMAS y finalmente PROGRAMAS en la parte inferior. Representa la organización conceptual de los presupuestos públicos]

			[image: La imagen muestra un diagrama de la estructura económica de los Presupuestos Generales del Estado. Se presenta como una escalera descendente con tres niveles jerárquicos: CAPÍTULO en la parte superior, seguido de ARTÍCULO en el medio, y finalmente CONCEPTO y SUBCONCEPTO en la parte inferior. El diagrama ilustra la clasificación y organización económica del presupuesto público]

			[image: La imagen muestra un esquema organizativo de los principios presupuestarios y su estructura. Se presenta en formato de cuadro sinóptico con diferentes categorías en recuadros grises]

			Fuente: Libro azul PGE 2023.

			Para tener una idea de la importancia de los distintos gastos en los PGE, reproducimos el siguiente gráfico:

			[image: La imagen muestra un gráfico circular que representa la distribución de los gastos PGE prorrogados para 2024]

			Fuente: Libro amarillo PGE 2023.

			Del gráfico anterior se deriva (en el sentido de las agujas del reloj) que en torno a un 6 por 100 del gasto se destina a personal al servicio de la Administración del Estado, un 12 por 100 a gastos financieros (intereses de la Deuda Pública), un 33 por 100 (casi un tercio) a transferencias al sector público y privado por distintos conceptos (fondos de solidaridad interterritorial, subvenciones, etc.), un 1 por 100 en inversiones reales (adquisición de terrenos, activos de carácter inmaterial, etc.), un 1 por 100 al fondo de contingencia (para pagar a su cargo los imprevistos que pudieran acontecer), un 12 por 100 a adquisición de deuda dentro y fuera del sector público (v. gr., financiando a entes territoriales o a determinadas empresas públicas o privadas en crisis), y un 31 por 100 (casi un tercio) de los PGE se destina a operaciones relacionadas con la Deuda Pública (v. gr., amortización de títulos y devoluciones de deudas).

			
3. PRINCIPIOS PRESUPUESTARIOS

			A la hora de estudiar un determinado instituto jurídico resulta importante enunciar una serie de principios que permiten tener una idea bastante ajustada de los criterios inspiradores que lo informan, y que posibilitan llegar a una interpretación más adecuada de las normas que regulan tal institución desde lo que se ha denominado interpretación principialista (Calvo Ortega), que en definitiva viene a ser una interpretación teleológica inspirada en los principios jurídicos informadores del fenómeno estudiado; si tales principios se encuentran contenidos en normativa constitucional, permitirán a su vez un análisis de constitucionalidad del instituto jurídico en cuestión.

			Así como cuando estudiemos el instituto tributario tendremos ocasión de examinar los principios —﻿constitucionales, supranacionales y legales﻿— que rigen la imposición, corresponde a este apartado examinar los principios jurídicos (también de rango constitucional o legal) que informan las LPGE.

			Nuestra Carta Magna recoge en el Título VII —﻿dedicado a Economía y Hacienda﻿— el artículo 133.4, el cual se expresa en los siguientes términos: «Las Administraciones Públicas solo podrán contraer obligaciones financieras y realizar gastos de acuerdo con las Leyes». Seguidamente en los apartados 1 y 2 del artículo 134 del mismo texto legal se indica que: «Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y a las Cortes Generales su examen, enmienda y aprobación» y que: «Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado». El artículo 135 recoge en su apartado primero que: «Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria». Por su parte, el artículo 31.2 del mismo texto fundamental indica que: «El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía».

			De tales preceptos constitucionales se pueden derivar el principio formal de legalidad presupuestaria o reserva de ley en tal ámbito, y los principios materiales de anualidad, unidad, especialidad y estabilidad presupuestaria, justicia en el ámbito de los gastos públicos y los principios técnicos de eficiencia y economía. Como iremos desarrollando a continuación, se trata de principios genéricos que arrojan una idea simple (por ejemplo, la anualidad de los presupuestos) que, sin embargo, en algunas ocasiones se encuentran matizadas por ciertas particularidades.

			
3.1. Principio de reserva de ley


			En cuanto al principio de reserva de ley en el ámbito presupuestario, la Constitución es clara al reservar al Poder Legislativo la aprobación de la LPGE (arts. 66.2 y 134.1 CE) que habrá de regir en cada ejercicio presupuestario. De manera que, con las particularidades que se indicarán seguidamente sobre la prórroga de presupuestos, lo cierto es que el Ejecutivo no podrá gastar sin la cobertura de una ley de presupuestos aprobada por el Legislativo, según un procedimiento singular que no incide en sus cualidades de ley en sentido material y formal, como se ha visto.

			Es más, el artículo 133.4 de la Constitución señala que las Administraciones Públicas «solo podrán contraer obligaciones financieras y realizar gastos de acuerdo con las Leyes», lo cual refuerza el principio de reserva de ley en el ámbito del gasto público no solo en relación con la LPGE de cada año, sino también en lo que concierne a la LGP que regula la ejecución de los presupuestos de los respectivos ejercicios económicos y a otras normas con rango legal (RDLeg. 3/2011 por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, Ley 38/2003, General de Subvenciones, etc.), como se examinará en la lección siguiente. Se pretende con todo ello restar autonomía a la facultad de gasto de la Administración y poner un control legislativo al mismo para hacer descansar la supervisión última de la dirección de la política económica en el Poder Legislativo.

			A nivel doctrinal se ha discutido sobre la posibilidad de aprobar leyes de gasto público a través de Decreto-Ley. Desde una perspectiva constitucional, siempre y cuando se presenten los requisitos de extraordinaria y urgente necesidad para que tal fuente normativa pueda adoptarse, la misma no estaría vedada en el ámbito presupuestario para actuaciones concretas de gasto público, pero lógicamente no para aprobar los PGE en su conjunto pues de esta manera se contravendría el espíritu de nuestra norma constitucional.

			
3.2. Principio de anualidad en un marco plurianual


			Dentro ya de los principios constitucionales del Derecho Presupuestario que tienen un contenido material (esto es, no meramente formal en cuanto a su fuente de producción) ha de citarse el principio de anualidad. Así, el artículo 134.2 CE recoge que: «Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual». Tal principio indica de forma bastante expresiva que los PGE aprobados en cada momento tienen vigencia exclusivamente durante el período para el que se aprobaron (el año natural).

			Ahora bien, tan simple y gráfico enunciado conoce, no obstante, excepciones. Por un lado, porque desde la aprobación de la Ley 18/2001, General de Estabilidad Presupuestaria, se hace referencia a la necesidad de encuadrar los presupuestos anuales en un marco plurianual. El actual artículo 5 LOEPSF habla incluso del principio de plurianualidad, indicando que: «La elaboración de los Presupuestos de las Administraciones Públicas y demás sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley se encuadrará en un marco presupuestario a medio plazo, compatible con el principio de anualidad por el que se rigen la aprobación y ejecución de los Presupuestos, de conformidad con la normativa europea», esto es, haciendo compatibles ambos principios. En un sentido similar se expresan los artículos 26 y 27 LGP. En realidad, se trata de una cuestión que encierra una lógica innegable: aunque cada presupuesto está contemplado para un ejercicio anual, lo cierto es que una visión cortoplacista (año a año) no se concibe en una actividad financiera pública que tiene un horizonte temporal más amplio, sobre todo en relación con compromisos de gastos que no se agotan en un ejercicio presupuestario (como sería el caso de las grandes obras públicas). Por ello, es preciso tener en cuenta un horizonte o escenario plurianual aunque el acto normativo de cada LPGE desprenda sus efectos (de compromiso de gasto y autorización de pagos) en relación con un ejercicio anual.

			Por otro lado, el artículo 49.2 LGP recoge que: «Los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presupuestario no estén afectados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas, quedarán anulados de pleno derecho, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 58 de esta Ley». Pues bien, el referido artículo 58 LGP hace referencia a algunos supuestos excepcionales en los que los créditos de unos presupuestos pueden incorporarse (se denominan técnicamente incorporaciones de crédito o también remanentes) al ejercicio presupuestario siguiente, sobre todo cuando tales créditos se hayan aprobado al final del ejercicio y no haya existido prácticamente tiempo de seguir el procedimiento de ejecución de los mismos.

			Además de lo anteriormente indicado es preciso referirse, llegados a este momento, a la prórroga de presupuestos. Así, el apartado 4 del artículo 134 de nuestra Constitución recoge que: «Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los nuevos». Se trata de una cláusula habitual en las constituciones de los distintos países y que responde a una inquietud básica: la falta de acuerdo político que puede llevar a que no se aprueben los PGE en un determinado ejercicio no puede significar el colapso de la actividad financiera pública. El Estado necesariamente ha de continuar gastando (pago a los funcionarios, prestaciones por desempleo y pensiones, etc.). Por ello, se ha previsto en nuestra Carta Magna que en el supuesto de que el 1 de enero de cada año no se cuente con unos presupuestos aprobados, cobrarán vigencia los del último ejercicio (esto es, se producirá una prórroga) hasta la eventual aprobación posterior.

			En todo caso, resulta, asimismo, preciso indicar que la vigencia anual de la Ley de Presupuestos tiene que ver con el estado de ingresos y gastos y otros preceptos pensados únicamente para el año presupuestario (interés legal, interés de demora), pero no respecto a cuestiones diversas que pueden incluirse en el texto articulado de la LPGE y que tienen una proyección indefinida (incremento de tipos de gravamen en determinados impuestos —﻿como, por ejemplo, el IVA﻿—, creación de determinados entes —﻿como la Agencia Estatal de la Administración Tributaria﻿—, etc.).

			
3.3. Principios de unidad, universalidad y especialidad presupuestaria


			Otro principio presupuestario que ha de considerarse es el de unidad, al que se refiere la Constitución al exigir que se incluyan en los PGE «la totalidad de los ingresos y gastos del sector público estatal» (art. 134.2 CE). Con ello el constituyente pretende evitar que existan distintos presupuestos de los diversos entes y partes que conforman el sector público estatal, hasta el punto de que el fraccionamiento disemine tanto la información financiera que la haga prácticamente incomprensible. Por ello, y sin perjuicio de que existan diversos presupuestos de los distintos órganos y entidades del Estado (Casa Real, Tribunal Constitucional, Seguridad Social, empresas públicas, etc.), todos ellos deben estar integrados en un documento único que permita un examen conjunto de los ingresos y gastos totales del sector público estatal.

			Por su parte el principio de universalidad (o del «presupuesto bruto») puede entenderse en puridad como una derivación lógica del principio constitucional de unidad, habida cuenta del mandato de la Ley Fundamental de contener «todos» los ingresos y gastos, e implica entre otras cosas que no se produzcan minoraciones por compensación entre unos y otros. En este último sentido el artículo 27.4 LGP recoge que: «Los derechos liquidados y las obligaciones reconocidas se aplicarán a los presupuestos por su importe íntegro, sin que puedan atenderse obligaciones mediante minoración de los derechos a liquidar o ya ingresados, salvo que la Ley lo autorice de modo expreso». En definitiva, dicho principio pretende presentar la información económica referida a las finanzas públicas en la forma más fiel posible, para que pueda ser evaluada y controlada por los distintos órganos previstos a tal fin y por la sociedad en su conjunto.

			De todo lo anterior puede también derivarse una cuestión relevante, que resume adecuadamente la STC 3/2003, de 16 de enero, al indicar que «la Constitución y las normas que integran el bloque de la constitucionalidad establecen una reserva material de la Ley de presupuestos —﻿la previsión de ingresos y autorizaciones de gastos para un año﻿—, reserva que, aun cuando no excluye que otras normas con contenido presupuestario alteren la cuantía y destino del gasto público autorizados en dicha Ley, sí impide una modificación de la misma que no obedezca a circunstancias excepcionales».

			
				
					
				
				
					
							
							La STC 217/2013, de 19 de diciembre, ha reconocido, sin embargo, al respecto que «conforme a los principios de unidad y universalidad presupuestaria, la Ley de presupuestos generales del Estado, como medio a través del cual el Parlamento controla la acción del Gobierno (la administración de los recursos públicos y su asignación a los diferentes gastos públicos), debe contener, en principio, la totalidad de los gastos del sector público estatal (tanto las obligaciones derivadas de la actividad del sector público que tengan su vencimiento durante el ejercicio presupuestario como los compromisos de gasto existentes en el momento de su elaboración que puedan generar obligaciones con vencimiento en el ejercicio presupuestario), constituyendo tanto una autorización de su cuantía como de su destino. De esta manera, la falta de incorporación de alguna obligación económica o compromiso de gasto en el momento de la programación presupuestaria, podría implicar, también en principio, la falta del oportuno crédito presupuestario con el que hacer frente a su cumplimiento. Esto no imposibilita, sin embargo, que al momento de la ejecución presupuestaria se pueda producir, siempre que concurran motivos excepcionales y sin afectar a esos principios de unidad y universalidad presupuestaria, la alteración de aquella autorización inicial en que consisten los presupuestos generales, bien por el propio Gobierno, cuando consista en una mera adaptación de las autorizaciones presupuestarias a las circunstancias sobrevenidas (por ejemplo, mediante las transferencias de crédito), bien por el Parlamento, a iniciativa del Gobierno, cuando implique una alteración de la cuantía o destino del gasto autorizado (por ejemplo, mediante la autorización de un suplemento al crédito inicialmente previsto o mediante la concesión de un crédito extraordinario)».

						
					

				
			

			Asimismo debe mencionarse el principio de especialidad presupuestaria. Tal principio se encuentra implícito en la idea de PGE y debe entenderse referido a la idea de que las partidas presupuestarias, además de estar concebidas —﻿como se ha aludido ya﻿— para un ejercicio económico determinado (especialidad temporal, por ejemplo, para el año 2016), también se conciben para cubrir un determinado gasto o función (especialidad cualitativa, por ejemplo, la construcción de un tramo de AVE) y por una cuantía determinada (especialidad cuantitativa, por ejemplo, por un importe máximo de 200 millones de euros). El Ejecutivo debería cumplir el mandato del Legislativo en todos sus términos y sin sobrepasar ninguno (por lo general no podrá ser gastado en otro ejercicio económico, ni cubrir otro tipo de gasto, ni superar la cuantía que se estableció en los PGE).

			Ello, no obstante y como se ha indicado al examinar otros principios (v. gr., el de anualidad), la ejecución del presupuesto está sometida a una cierta flexibilidad que prevé la propia LGP (art. 52). Así, por ejemplo, en determinados casos se puede cubrir con una partida presupuestaria un gasto conexo al que se autorizó (las llamadas transferencias de créditos) siempre y cuando —﻿por lo general﻿— se encuentren dentro de la misma sección (por ejemplo, en el seno de un determinado ministerio) y correspondan a la misma clasificación económica (gasto corriente, de inversión o financiero) o lo prevea la Ley de PGE. En tales casos, y mediando el procedimiento adecuado que atribuye la competencia a un determinado órgano (por ejemplo, al Ministro), podrán realizarse tales transferencias de créditos flexibilizando de este modo el principio de especialidad cualitativa.

			
				
					
				
				
					
							
							Así, por ejemplo, si existe una partida en el Ministerio de Defensa para formación del personal, mediando la oportuna autorización del Ministro podría destinarte el dinero de dicha partida a la contratación temporal de una persona que es necesaria por razones de servicio.

						
					

				
			

			Por otro lado, cuando un determinado crédito no sea suficiente para cumplir con las obligaciones económicas atribuidas a un órgano o centro gestor, la LGP fija igualmente una serie de válvulas de escape que permiten sortear el principio de la especialidad cuantitativa. Serían los supuestos en que los propios créditos, por su naturaleza, se configuran como créditos ampliables (esto es, pueden ser aumentados por el Ejecutivo en función de las necesidades, como ocurriría con los créditos destinados al pago de pensiones).

			
				
					
				
				
					
							
							Por ejemplo, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, en el caso de que supere la cuantía prevista para el pago de subsidios de desempleo (cuestión fáctica, la de la evolución del empleo, que es difícil de prever con exactitud), siendo dicha partida ampliable, deberá solicitar más financiación al Ministerio de Hacienda, quien buscará el aumento de ingresos públicos por diversas vías (por ejemplo, proponer a las Cortes una subida del umbral de Deuda Pública autorizado o bien proponer una subida de tributos).

						
					

				
			

			Asimismo, también cabe la posibilidad de que el Ejecutivo solicite de las Cortes un nuevo crédito (créditos extraordinarios) para cubrir una necesidad imprevista o, alternativamente, la ampliación de créditos cuando estos no tengan de por sí la naturaleza de ampliables (suplementos del crédito). En cualquier caso, es preciso indicar que a partir de la aprobación en 2001 de las leyes de estabilidad presupuestaria se obliga a la dotación en los PGE de una determinada cuantía (denominada fondo de contingencia, regulado en el art. 31 LOEPSF) con la que hacer frente a estos desajustes presupuestarios que puedan considerarse como imprevisibles, lo cual debería de disminuir las solicitudes del Ejecutivo al Legislativo en relación con los créditos extraordinarios y suplementos del crédito y constituye, en suma, un elemento de flexibilización del principio de especialidad cuantitativa ya citado. Sobre ello se volverá en la Lección 2.

			
				
					
				
				
					
							
							En el supuesto, por ejemplo, de que prospere una demanda ante la Administración por responsabilidad como consecuencia de la muerte de una persona ocasionada por el deficiente funcionamiento de los servicios públicos de salud y se le condene a esta a pagar una cantidad de 200.000 euros a un particular, podrá obtenerse tal cuantía del fondo de contingencia. Si no existieran ya recursos en el citado fondo de contingencia, se podría solicitar a las Cortes aumentar la oportuna partida presupuestaria o, en su defecto, crear un nuevo crédito por dicho importe.

						
					

				
			

			
3.4. Principio de estabilidad presupuestaria


			Llegados a este momento, es preciso referirse al principio de estabilidad presupuestaria contenido en el artículo 135, el cual recoge lo siguiente:

			1. Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria.

			2. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural que supere los márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Europea para sus Estados Miembros.

			Una Ley Orgánica fijará el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las Comunidades Autónomas, en relación con su producto interior bruto. Las Entidades Locales deberán presentar equilibrio presupuestario.

			[…]

			4. Los límites de déficit estructural y de volumen de deuda pública solo podrán superarse en caso de catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de emergencia extraordinaria que escapen al control del Estado y perjudiquen considerablemente la situación financiera o la sostenibilidad económica o social del Estado, apreciadas por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados.

			5. Una Ley Orgánica desarrollará los principios a que se refiere este artículo, así como la participación, en los procedimientos respectivos, de los órganos de coordinación institucional entre las Administraciones Públicas en materia de política fiscal y financiera. En todo caso, regulará:

			a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones Públicas, los supuestos excepcionales de superación de los mismos y la forma y plazo de corrección de las desviaciones que sobre uno y otro pudieran producirse.

			b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural.

			c) La responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

			6. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivos Estatutos y dentro de los límites a que se refiere este artículo, adoptarán las disposiciones que procedan para la aplicación efectiva del principio de estabilidad en sus normas y decisiones presupuestarias.

			El precepto transcrito ha sido redactado por la reforma constitucional operada en septiembre de 2011, la cual vino exigida en gran medida por una Unión Europea cada vez más preocupada por la estabilidad de las finanzas públicas de los Estados miembros.

			Pues bien, el principio de estabilidad presupuestaria tiene su origen último en la normativa emanada de la Unión Europea: el Pacto de Estabilidad y Crecimiento, que posteriormente se recogería en los tratados comunitarios y en la actualidad se contiene en el artículo 126 y protocolo número 12 TFUE.

			
				
					
				
				
					
							
							El Pacto de Estabilidad y Crecimiento se aprobó por Resolución del Consejo Europeo en Ámsterdam el 17 de junio de 1997 (Diario Oficial C 236, de 2 de agosto de 1997) y en los Reglamentos (CE) n.os 1466/97 y 1467/97 del Consejo, de 7 de julio de 1997, relativos al reforzamiento de la supervisión de las situaciones presupuestarias y a la supervisión y coordinación de las políticas económicas, por un lado, y a la aceleración y clarificación del procedimiento de déficit excesivo, por otro. El Pacto de Estabilidad y Crecimiento fue revisado en el Consejo Europeo del 22 y 23 de marzo de 2005 con el objeto de mejorar la gestión del mismo, aprobándose con posterioridad el Reglamento (CE) n.º 1056/2005 del Consejo, de 27 de junio de 2005, así como el Reglamento (UE) n.º 1175/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de noviembre de 2011. Con posterioridad se han aprobado asimismo dos importantes pilares de la disciplina económica en la Unión Europea: el Tratado Constitutivo del Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE) de 2 de febrero de 2012, y el Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza en la Unión Económica y Monetaria de 2 de marzo de 2012, muy imbricados el uno en el otro hasta el punto de que, a partir del 1 de marzo de 2013, la concesión de asistencia financiera en el marco del MEDE está condicionada a la ratificación de este último tratado.

						
					

				
			

			La idea esencial que está detrás de dicho Pacto de Estabilidad y Crecimiento es la necesidad de un equilibrio presupuestario entre ingresos y gastos públicos o, en el mejor de los casos, de situaciones de superávit (ingresos públicos mayores que los gastos públicos), pero no de déficit (gastos públicos mayores que los ingresos públicos), pues en esta última circunstancia los Estados de la UE se verán obligados a recurrir al endeudamiento, produciéndose entonces dos consecuencias poco deseables: por un lado, que los Estados y otros entes públicos competirán con el sector privado (empresas y particulares) para conseguir crédito, y probablemente se elevarán los tipos de interés perjudicando la actividad económica (aumentando costes financieros de empresas y particulares); y, por otro lado, que el recurso constante al endeudamiento público por parte de los Estados y entes territoriales que los componen (Comunidades Autónomas, Municipios…) puede conllevar una espiral que desestabilizará la economía toda vez que pasado un determinado momento el ente público pudiera no estar en condiciones de devolver todo aquello que solicitó en préstamo y sus intereses, lo que elevaría extraordinariamente el coste de endeudamiento público por aumentar el tipo de interés que ha de pagarse a los prestamistas ante el riesgo de impago. Un ejemplo de todo ello lo estamos viendo en algunos acontecimientos recientes producidos en la Unión Europea. Ello no obstante, el referido Pacto de Estabilidad se ha suspendido al producirse hechos relevantes que aconsejaron relajar las reglas de déficit, como ocurrió durante la pandemia de COVID-19 o, actualmente, con motivo de la guerra en Ucrania.

			La génesis comunitaria de este principio también tiene una explicación: habida cuenta de los pasos realizados para conseguir una integración económica en Europa —﻿y que culminaría con el nacimiento de una moneda común: el euro﻿—, se creyó que una integración tal no podría conseguirse sin una coordinación de las políticas presupuestarias de los distintos países de la Unión Europea, dado que algunos instrumentos clásicos de política monetaria (acuñación de moneda, tipos de interés y tipos de cambio) dejan de controlarse por los Estados para ser ejercidos por la Unión Europea, en su caso. Así, habida cuenta de una necesidad de coordinación de políticas económicas, la Unión Europea impone a los Estados miembros que la componen una disciplina fiscal que evite problemas económicos futuros.

			En definitiva podría decirse que la estabilidad presupuestaria —﻿que no fue un objetivo previsto expresamente en la Constitución Española de 1978 en su redacción inicial﻿— pasa a ser, por mor del Derecho de la Unión Europea, un principio informador de primer orden en la política presupuestaria del sector público español.

			Sin embargo, con anterioridad a la reforma del artículo 135 de la Constitución la normativa sobre estabilidad presupuestaria se había incorporado ya en el ámbito interno, además de por la Ley 47/2003, General Presupuestaria, por la Ley 18/2001, General de Estabilidad Presupuestaria y el Real Decreto Legislativo 2/2007 que aprobó el Texto Refundido de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria (LGEP), y por la Ley Orgánica 5/2001, complementaria de la anterior. Una de las cuestiones más importantes de la aprobación de tales normas fue la creación de un Fondo de Contingencia que funcionara como un colchón financiero con cargo al cual poder financiar imprevistos sin incurrir en déficit, al que ya nos hemos referido.

			En definitiva, el principio de estabilidad presupuestaria previsto en el artículo 135 CE y desarrollado en la LOEPSF (principalmente en su art. 11) recoge la necesidad de que las cuentas públicas se encuentren equilibradas (déficit cero o superávit). Ello no obstante, en caso de reformas estructurales con efectos presupuestarios a largo plazo, puede existir un déficit estructural (esto es, el que no incluye medidas excepcionales o temporales) siempre que no supere el 0,4 por 100 del PIB (con vigencia a partir del 1 de enero de 2020). Asimismo, se permitirá al Estado y a las Comunidades Autónomas incurrir en déficit en supuestos excepcionales (catástrofes naturales, recesión económica grave o situaciones de emergencia extraordinaria que escapen al control de las Administraciones Públicas y perjudiquen considerablemente su situación financiera o su sostenibilidad económica o social) que deben ser apreciadas por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados.

			
				
					
				
				
					
							
							La STC 134/2011, de 20 de julio, entiende que no se vulnera la autonomía financiera de las CCAA por el hecho de fijar un déficit menor que el aludido en el Derecho de la Unión Europea (3 por 100), por cuanto que ello es conforme con el principio de coordinación (art. 156 CE) y con la competencia exclusiva de la dirección general de la economía (art. 149.1 CE) cuya atribución corresponde al Estado. Ello no obstante, debe destacarse la STC 215/2014, de 18 de diciembre, en la que el voto particular firmado por 5 de los 12 magistrados del Alto Tribunal entiende que varios artículos de la LOEPSF vulneran la reserva de ley orgánica establecida en la Constitución.

						
					

				
			

			
3.5. Principio de justicia en los gastos públicos


			Adicionalmente a todo lo anterior también debe tomarse en consideración —﻿siquiera de forma sucinta﻿— el principio de justicia en el gasto público que conlleva la exigencia de realizar «una asignación equitativa de los recursos públicos». Mucho se ha argumentado sobre la efectividad de tal precepto constitucional toda vez que la actividad financiera pública está imbuida de una enorme discrecionalidad, de manera que una opción de asignación de gastos públicos decidida por el legislador o el Ejecutivo puede entenderse igualmente justa que cualquiera de las infinitas opciones lícitas susceptibles de haberse adoptado en sustitución de tal decisión de gasto.

			Por ello podría pensarse que el mandato de asignación equitativa de los recursos públicos es un mero enunciado retórico, cuya relevancia como principio jurídico con posibilidades de limitar las decisiones del legislador en la configuración del presupuesto o de la propia Administración en la ejecución del mismo es ciertamente despreciable, habida cuenta de la naturaleza esencialmente vacua o indefinida del precepto y sus imprecisos efectos jurídicos, siendo así que ninguna de las opciones lícitas de gasto que programe el Legislativo y realice el Ejecutivo puede ser considerada como injusta y, por ende, contraria a dicho principio.

			Sin embargo, Rodríguez Bereijo, Pérez Royo, Bayona de Perogordo, Orón Moratal y Zornoza Pérez, entre otros, han considerado que el principio de justicia en el gasto público contenido en el artículo 31.2 de nuestra Constitución tiene una importancia notable y virtualidad plena para desplegar los oportunos efectos. Probablemente, si bien no ha encontrado aún un sitio destacado en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional por no haberse invocado en exceso, ello no obsta para que pueda avanzarse doctrinalmente a fin de descomponer el supraprincipio de justicia referido al gasto público en elementos más sencillos (principios básicos) cuya vulneración permita determinar una violación del artículo 31.2 de nuestra Ley Fundamental, poniendo dicho precepto en relación con los derechos fundamentales reconocidos en la misma norma y con la cláusula de Estado Social (refiriéndose a tal principio, aun sin realizar grandes construcciones doctrinales, vid. entre otras las SSTC 130/2013, de 4 de junio; 83/2014, de 29 de mayo; 44/2015, de 5 de marzo, y 62/2015, de 13 de abril).

			Así pues, la vulneración de principio de igualdad —﻿en cuyo contenido no podemos entrar ahora﻿— en la distribución del gasto público (desde una perspectiva territorial, de género o en relación con una prestación social que aumente en función de la riqueza del beneficiario) pudiera resultar contraria a la asignación equitativa (justa) de los recursos públicos que preconiza nuestra Carta Magna en el precepto ya citado, y por ello mismo incurrir en vicio de inconstitucionalidad. Asimismo, el incumplimiento de los derechos de prestación básicos relacionados con la dignidad humana y contenidos en los Capítulos II y III del Título I de nuestra Constitución (derecho a una vivienda digna, a la educación, sanidad, etc.), al menos en una cuantía adecuada para hacer efectivo el derecho (esto es, su contenido mínimo), y siendo así que existen recursos suficientes destinados a otros gastos que podrían ser considerados como no tan estrictamente necesarios (inversiones en telecomunicaciones, obras públicas, gastos militares, etc.) pudiera resultar contrario el precepto constitucional estudiado. En definitiva, la justicia en el gasto público no puede ser considerada como una entelequia o un concepto cuya indefinición lo hace impracticable, sino como un concepto jurídico indeterminado que debe ser integrado con el resto de la Constitución y particularmente con su Título I.

			Asimismo, se mencionan en la normativa constitucional los principios técnicos de eficiencia y economía, los cuales aparecen igualmente citados en el artículo 7 LOEPSF vinculados a criterios como el de calidad, orientador de la actividad administrativa en el plano económico. Pues bien, se trata de principios técnicos en cuanto que se refieren a la ordenación de la actuación pública desde una perspectiva económica. Así, en cuanto a la exigencia de eficiencia se pretende con dicho principio lograr los objetivos deseados con la mejor utilización de los recursos existentes. Adicionalmente, al exigir igualmente economía en tales recursos se está aludiendo a los métodos más eficaces para satisfacer los objetivos previstos con el menor empleo de recursos públicos.

			Por último, es preciso señalar que el artículo 134.2 de la Constitución contempla in fine que los PGE consignarán el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado. Sin entrar a discutir si dicho mandato tiene naturaleza de principio o no, se trata de una disposición que busca la mayor transparencia posible en la redacción de las cuentas públicas y que permite cuantificar el coste de los distintos beneficios fiscales previstos en el sistema tributario estatal para hacerlos presentes en los PGE, con el objeto de evaluar el coste de su mantenimiento o la oportunidad de su eventual eliminación por el procedimiento legislativo ordinario.

			
3.6. Otros principios presupuestarios


			Por otro lado, es preciso indicar que también existen principios no específicamente contemplados en nuestra Carta Magna pero que tienen una relevancia crucial en lo que concierne al Derecho Presupuestario. Sería el caso del principio de unidad de caja, el de transparencia, el de sostenibilidad financiera o el de responsabilidad.

			Algunos de ellos pueden entenderse de hecho derivaciones de principios constitucionales ya examinados, como sería el caso del primero citado (íntimamente relacionado con el principio de unidad) o el de tres últimos (vinculados estrechamente al principio de estabilidad presupuestaria), pero han encontrado acomodo y se han desarrollado individualmente por la legislación presupuestaria, razón por la cual se incluyen en este apartado.

			Así, el principio de unidad de caja (o de no afectación de ingresos a gastos) aparece contenido en el artículo 27.3 LGP, a cuyo tenor: «Los recursos del Estado, los de cada uno de sus organismos autónomos y los de las entidades integrantes del sector público estatal con presupuesto limitativo se destinarán a satisfacer el conjunto de sus respectivas obligaciones, salvo que por ley se establezca su afectación a fines determinados». De acuerdo con tal precepto lo recaudado por un determinado tributo irá a la caja común para financiar los gastos generales del Estado y, por esta razón, puede entenderse como una derivación del principio de unidad: dado que el presupuesto es único, los ingresos obtenidos irán generalmente a financiar la totalidad de los gastos y no un gasto en particular.

			Ello no obstante, es preciso indicar que se trata de una regla general que conoce excepciones que pueden ser fijadas por el legislador (vid., en relación con dicho principio las SSTC 244/2012, de 18 de diciembre, y 16/2013, de 31 de enero). Así pues, se han aprobado impuestos en nuestro ordenamiento cuya recaudación por expreso mandato de la Ley está afectada a determinados gastos, si bien principalmente en el ámbito autonómico: podrían citarse algunos impuestos como el gravamen catalán de protección civil, creado por Ley 4/1997 del Parlamento de Cataluña, cuya recaudación debe destinarse íntegramente a financiar las actividades de previsión, prevención, planificación, intervención, información y formación en materia de protección civil o el canon eólico gallego (previsto en la Ley gallega 8/2009, de 22 de diciembre) que grava los aerogeneradores ubicados en el territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia destinando parte de su financiación a un Fondo de Compensación Ambiental que financiará gastos de inversión en los municipios sobre los que tales parques eólicos gravados se asientan. Y por citar un ejemplo más, podríamos referirnos al impuesto catalán sobre las estancias en establecimientos turísticos (Ley catalana 5/2012, de 20 de marzo), que afecta su recaudación a la dotación de un fondo para el fomento del turismo. Ello no obstante, nada impide que tributos de ámbito estatal se encuentren, igualmente, afectos. Así, los gravámenes temporales energético y de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito, así como el impuesto temporal de solidaridad de las grandes fortunas (aprobados todos ellos por la Ley 38/2022, de 27 de diciembre) son tributos afectos a determinados fines: respectivamente (i) al apoyo financiero a determinados consumidores de energía, a la reducción de consumo y a la autonomía energética; (ii) a hacer frente al incremento coyuntural de los precios; o (iii) a financiar políticas de apoyo a las personas más vulnerables.

			También resulta importante mencionar el principio de transparencia, respecto del cual el artículo 6 LOEPSF recoge que: «La contabilidad de las Administraciones Públicas y demás sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley, así como sus Presupuestos y liquidaciones, deberán contener información suficiente y adecuada que permita verificar su situación financiera, el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y de sostenibilidad financiera y la observancia de los requerimientos acordados en la normativa europea en esta materia», indicándose seguidamente que «estarán sometidas a disponibilidad pública las previsiones utilizadas para la planificación presupuestaria, así como la metodología, supuestos y parámetros en los que se basen». Se trata, en definitiva, de un principio que sirve al antes citado principio de estabilidad presupuestaria.

			Igualmente, el principio de sostenibilidad financiera ha sido resumido por el artículo 4 LOEPSF como «la capacidad para financiar compromisos de gasto presentes y futuros dentro de los límites de déficit, deuda pública y morosidad de deuda comercial conforme a lo establecido en esta Ley, la normativa sobre morosidad y en la normativa europea», lo cual en el fondo no es sino una derivación del principio de estabilidad presupuestaria antes examinado.

			Y, por último, cabe citar el principio de responsabilidad al que alude el artículo 8 LOEPSF en virtud del cual cada Administración afrontará con cargo a sus presupuestos las obligaciones económicas que se deriven de los incumplimientos de los compromisos alcanzados en relación con el Derecho de la UE.

			
4. ELABORACIÓN Y APROBACIÓN DE LOS PRESUPUESTOS

			Pueden distinguirse cuatro partes bien diferenciadas en el ciclo presupuestario: así, si nos referimos al Estado, en primer lugar, se procederá a la elaboración de los PGE, que culminará con la aprobación por el Gobierno del proyecto de ley de PGE y su presentación en las Cortes; en segundo lugar se llevará a cabo el debate, enmienda y aprobación —﻿en su caso﻿— de tal proyecto de ley; en tercer lugar, se procederá a ejecutar los presupuestos aprobados —﻿en su caso, o el prorrogado del ejercicio anterior﻿— según los procedimientos de gasto previstos en la normativa aplicable; y finalmente, se controlará que los PGE se han ejecutado de acuerdo con el mandato otorgado por el Legislativo conociéndose las desviaciones producidas para derivar las oportunas responsabilidades jurídicas o políticas. Dado que las dos últimas partes del ciclo presupuestario (ejecución y control) serán objeto de análisis en la siguiente lección, nos dedicamos en este epígrafe a estudiar las dos primeras fases: elaboración y aprobación.

			Como sabemos, la elaboración de los presupuestos requiere, en el caso del Estado y de las Comunidades Autónomas, de una norma con rango de ley: la Ley de Presupuestos Generales del Estado —﻿LPGE﻿— o la Ley de Presupuestos de una determinada Comunidad Autónoma para un ejercicio económico concreto que se corresponde con el año natural. Habida cuenta de que en ambos casos intervienen en el proceso dos de los poderes del Estado o de la respectiva Comunidad Autónoma (Ejecutivo y Legislativo), es preciso detallar someramente en qué momento interviene uno u otro en tal proceso. En lo que respecta a los Entes Locales, la imposibilidad de aprobar por parte de estos normas con rango legal determinará que se aprueben sus presupuestos por una ordenanza local (de rango reglamentario), lo cual determinará —﻿como veremos seguidamente﻿— mayores posibilidades de recurribilidad de dicho plan financiero. En el caso de la UE se seguirá un procedimiento legislativo especial, como veremos.

			
4.1. Estado


			En el ámbito estatal resulta importante traer a colación en estos momentos el artículo 134 de nuestra Carta Magna, que en relación a los PGE se refiere a las dos primeras fases del ciclo presupuestario (elaboración y aprobación) al indicar:

			1. Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y a las Cortes Generales su examen, enmienda y aprobación.

			[…]

			3. El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Presupuestos Generales del Estado al menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior.

			4. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los nuevos.

			5. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, solo el Gobierno podrá presentar proyectos de Ley que impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario.

			6. Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación.

			Según lo previsto en dicho precepto, corresponde en primer lugar a la Administración la elaboración del anteproyecto de ley de PGE (pues a ella le corresponde la dirección de la política económica), el cual será aprobado por el Gobierno y remitido a las Cortes como proyecto de ley antes del 30 de septiembre de cada año, a fin de que el Poder Legislativo disponga de al menos tres meses para el examen, debate y aprobación, en su caso, de tales presupuestos.

			Ello no obstante, la elaboración de los PGE se inicia casi con el año natural, cuando cada uno de los departamentos ministeriales y otras unidades empiezan a realizar sus previsiones de gasto para el siguiente ejercicio económico. De forma muy resumida, podría indicarse que el Gobierno aprobará en el mes de abril un programa trianual de estabilidad que remitirá a la Comisión de la UE y adoptará en el primer semestre de cada año mediante acuerdo del Consejo de Ministros y a propuesta del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas —﻿previo informe del Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas y de la Comisión Nacional de Administración Local﻿— el objetivo de estabilidad de los tres años naturales siguientes en función de las previsiones macroeconómicas de crecimiento realizadas para la economía española, teniendo en cuenta las recomendaciones y opiniones emitidas por las instituciones de la Unión Europea sobre el Programa de Estabilidad de España o como consecuencia del resto de mecanismos de supervisión europea. Dicho acuerdo se acompañará de un informe elaborado por el Ministerio de Economía y Competitividad, previa consulta al Banco de España, y teniendo en cuenta las previsiones del Banco Central Europeo y de la Comisión Europea. La Ley Orgánica 6/2013, de 14 de noviembre, de creación de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal, regula la institución referida, la cual habrá de informar sobre la adecuación al objetivo de estabilidad en el referido proceso de elaboración presupuestaria.

			El citado acuerdo del Consejo de Ministros en el que se contengan los objetivos de estabilidad presupuestaria y de Deuda Pública y el límite de gasto no financiero se remitirá a las Cortes Generales, acompañado de las recomendaciones y del informe antes referidos, para su correspondiente debate en Pleno por parte del Congreso de los Diputados y el Senado. Cada una de dichas cámaras aprobarán o rechazarán los objetivos propuestos por el Gobierno. Si se aprueban, el gobierno habrá de acomodarse en la elaboración de los PGE a tales objetivos. Si el Congreso de los Diputados o el Senado rechazan los citados objetivos, el Gobierno, en el plazo máximo de un mes, remitirá un nuevo acuerdo que se someterá al mismo procedimiento.

			Por su parte, el Ministro de Hacienda aprobará una orden de elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y en función de la misma los distintos departamentos ministeriales y órganos constitucionales irán previendo —﻿tomando en cuenta el objetivo de estabilidad antes mencionado o al menos la propuesta del mismo realizada por dicho Ministerio﻿— sus necesidades financieras para el ejercicio próximo, y remitiendo tales anteproyectos parciales al Ministerio de Hacienda para su discusión con cada responsable de los órganos gestores (por ejemplo, el ministro o ministra de cada ramo). Una vez pactados los anteproyectos parciales, se integrarán todos ellos y se elaborará un anteproyecto único de PGE que será elevado por los ministros de Empleo y de Hacienda al Gobierno para su aprobación, el cual deberá constar con un informe de impacto de género. Cuando se haya aprobado dicho anteproyecto de ley por el Gobierno, será presentado a las Cortes como proyecto de ley. Está previsto que la autoridad fiscal independiente antes referida informe asimismo sobre el proyecto de LPGE.

			Según el artículo 37 LGP, al proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado se acompañará la siguiente documentación complementaria:

			— Las memorias descriptivas de los programas de gasto y sus objetivos anuales.

			— Las memorias explicativas de los contenidos de cada presupuesto, con especificación de las principales modificaciones que presenten en relación con los vigentes.

			— Un anexo con el desarrollo económico de los créditos, por centros gestores de gasto.

			— Un anexo, de carácter plurianual de los proyectos de inversión pública, que incluirá su clasificación territorial.

			— La liquidación de los presupuestos del año anterior y un avance de la liquidación del ejercicio corriente.

			— Las cuentas y balances de la Seguridad Social del año anterior.

			— Los estados consolidados de los presupuestos.

			— Un informe económico y financiero.

			— Una memoria de los beneficios fiscales.

			
				
					
				
				
					
							
							La necesidad de incorporar un informe de impacto de género al anteproyecto de PGE y su efectividad ha sido discutida. Así, por un lado, parecen exigirlo el artículo 22.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (redacción por Ley 30/2003) y también el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, para los proyectos de disposiciones de carácter general. Sin embargo, el artículo 37 LGP no recoge tal informe entre los documentos que deben acompañar al proyecto de PGE en su remisión a las Cortes y la Disposición Adicional 2.ª del Real Decreto 1.083/2009, de 3 de julio, incide en que tal informe no es exigido si bien en «la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda por la que se dictan normas para la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado, se incluirán las oportunas instrucciones para la evaluación del impacto de género». De hecho, los primeros presupuestos aprobados después de la entrada en vigor de la Ley Orgánica de Igualdad (PGE 2008) fueron recurridos por no haber incorporado un informe de impacto

							de género, a lo que la SAN de 28 de abril de 2010, rec. 278/2008, contestó que el procedimiento legislativo (y prelegislativo) no está sometido a control de Derecho Administrativo. Ello no obstante, los anteproyectos de PGE a partir de los de 2009 han incorporado un informe de impacto de género.

						
					

				
			

			El examen, enmienda y aprobación de los PGE corresponden a las Cortes Generales, según recoge nuestra Carta Magna. Sin embargo, como se deriva del texto constitucional, tanto Congreso como Senado tienen limitaciones importantes que no existen en el proceso ordinario de aprobación de otras leyes, como, por ejemplo, requerir conformidad del Gobierno para tramitar proposiciones o enmiendas que supongan aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios, o bien limitar al Gobierno la iniciativa legislativa en relación con leyes que impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos correspondientes a un ejercicio presupuestario ya en curso.

			Una vez aprobados los PGE por ambas cámaras, se publicarán en el BOE como ley y entrarán en vigor, habitualmente, el 1 de enero del año siguiente a su aprobación (o bien después, si hubieran sido aprobados con posterioridad a dicha fecha).

			Finalmente, en el supuesto de que a primeros de año no se hubieran aprobado unos nuevos PGE, y dado que la Administración no puede dejar de gastar aun cuando no se haya autorizado por el Legislativo un plan financiero para el período en cuestión, se entenderían prorrogados a estos efectos los vigentes en el año anterior hasta una eventual aprobación posterior.

			[image: Diagrama organizativo que muestra la estructura jerárquica del Derecho Presupuestario. Presenta ramificaciones que conectan conceptos relacionados con presupuestos públicos, principios presupuestarios y elaboración de presupuestos en diferentes niveles administrativos]

			Fuente: Libro azul PGE 2023.

			
4.2. Entes territoriales e institucionales


			Al igual que el Estado aprueba anualmente su programa de ingresos (previstos) y gastos (autorizados), lo ejecuta y se ejerce el oportuno control sobre el mismo, también los otros entes territoriales (CCAA y Corporaciones Locales), así como los entes institucionales (fundaciones y empresas públicas, etc.), realizan lo propio según los procedimientos previstos en la respectiva normativa de aplicación.

			En relación con los entes territoriales es preciso indicar que en lo sustancial no diferirá mucho de lo indicado previamente respecto de los PGE, toda vez que existen una serie de principios comunes que se aplican también a los citados entes territoriales.

			Procede, pues, realizar una remisión a lo ya indicado respecto de los PGE aunque con matices, pues si bien el Tribunal Constitucional ha entendido que los principios contenidos en el artículo 134 de la Constitución tienen efecto también en relación con los presupuestos autonómicos (SSTC 174/1998, de 23 de julio; 130/1999, de 1 de julio; 180/2000, de 29 de junio; 274/2000, de 15 de noviembre, y 3/2003, de 16 de enero), aclaró que no le resulta aplicable todo lo indicado a nivel estatal, como sería la prohibición de crear o modificar tributos por ley de presupuestos a la que se refiere el artículo 134.7 de la Constitución (STC 116/1994, de 18 de abril). Por lo demás, el artículo 21 LOFCA recoge que los presupuestos tendrán carácter anual, harán referencia al año natural y se elaborarán con criterios homogéneos con los del Estado a fin de permitir la consolidación con aquellos; asimismo, se indica en dicho precepto que los presupuestos autonómicos incluirán la totalidad de ingresos y gastos del sector público autonómico, consignarán el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos atribuidos a dichas CCAA y se establece el mismo criterio de prórroga de presupuestos que rige en el ámbito estatal. Los presupuestos de las CCAA atenderán al principio de estabilidad presupuestaria, para lo cual el Gobierno, previo informe del Consejo de Política Fiscal y Financiera fijará el objetivo de estabilidad para cada comunidad autónoma evitando —﻿salvo excepciones﻿— el déficit, para lo cual se fijarán además planes de equilibrio para las CCAA que serán tutelados por el Ministerio de Hacienda. La LOEPSF fija una serie de medidas preventivas, correctivas y coercitivas que pueden llegar a la impugnación de los presupuestos de las CCAA ante el TC por incumplimiento de lo dispuesto en tal norma, lo que conllevaría la suspensión de los mismos y la prórroga automática de los del ejercicio anterior.

			En lo que concierne al Derecho Presupuestario local, los principios aplicables, así como la estructura y contenidos no difieren significativamente de lo ya examinado en el ámbito estatal, si bien existen particularidades específicas para el régimen local. Así, la fijación del objetivo de estabilidad la realiza el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Hacienda, y previo informe de la Comisión Nacional de Administración Local. Del mismo modo, en el procedimiento de aprobación de los presupuestos existe una particularidad que no se encuentra en la aprobación de los presupuestos estatales o de las CCAA: la exposición al público durante quince días para que los interesados presenten alegaciones antes de proceder a la aprobación definitiva. Finalmente, existen algunos supuestos específicos en el ámbito local, como, por ejemplo (arts. 169 y 170 TRLRHL), la posibilidad de presentar reclamaciones administrativas ante el pleno por parte de los interesados antes de la aprobación definitiva de los presupuestos por causas diversas (por ejemplo, haber omitido un crédito necesario para el cumplimiento de las obligaciones exigibles a la entidad local) y de reclamar asimismo los presupuestos locales ante la jurisdicción contencioso-administrativa habida cuenta de que las ordenanzas que los aprueban no tienen rango legal.

			Algo similar cabría decir respecto de los entes institucionales, esto es, los organismos autónomos adscritos a los distintos ministerios (entre los que podrían citarse a título de ejemplo la Biblioteca Nacional o el organismo Parques Nacionales), las entidades públicas empresariales adscritas a un determinado ministerio u organismo autónomo, las fundaciones del sector público estatal o las sociedades mercantiles estatales. Pues bien, con diferencias entre los distintos supuestos que no pueden ahora señalarse, lo cierto es que les resulta aplicable la normativa presupuestaria estatal en mayor o menor medida: tanto más cuanto mayor sea su carácter administrativo, tanto menos cuanto más vengan regidas por el Derecho Privado.

			
4.3. Unión Europea


			Una vez estudiados la elaboración y aprobación de los presupuestos del Estado y de los demás entes territoriales, parece oportuno hacer una referencia, siquiera breve, a los presupuestos de la Unión Europea.

			La normativa referida a la elaboración y aprobación de los presupuestos de la Unión Europea se encuentra contenida, básicamente, en los artículos 310 a 316 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y en Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión a los que nos referimos seguidamente.

			4.3.1. Contenido y principios


			El presupuesto de la UE, como el de cualquier ente público, está conformado por una previsión de ingresos y, por otro lado, de una programación-autorización de gasto público.

			Así, por un lado, y en lo que concierne a los ingresos de la UE, el artículo 311 TFUE determina:

			El Consejo adoptará, con arreglo a un procedimiento legislativo especial, por unanimidad y previa consulta al Parlamento Europeo, una decisión que establezca las disposiciones aplicables al sistema de recursos propios de la Unión. En este contexto se podrán establecer nuevas categorías de recursos propios o suprimir una categoría existente. Dicha decisión solo entrará en vigor una vez que haya sido aprobada por los Estados miembros, de conformidad con sus respectivas normas constitucionales.

			Se trata, como indica el propio precepto transcrito, de un procedimiento legislativo especial que exige unanimidad de los miembros del Consejo, reduce la intervención del Parlamento Europeo a una mera consulta y relega a los procedimientos constitucionales de cada Estado miembro su aprobación definitiva, con lo que tal acto normativo tiene todos los tintes de un tratado internacional multilateral. Ello es así porque la adopción de un sistema de recursos propios tiene gran relevancia para los Estados miembros, en la medida en que tales recursos significarán obligaciones financieras para los propios Estados o para sus ciudadanos.

			Los ingresos de los que se nutre actualmente el presupuesto de la UE vienen determinados por la Decisión (UE, Euratom) 2020/2053 del Consejo de 14 de diciembre de 2020 sobre el sistema de recursos propios de la Unión Europea, denominación esta última que tiene un cierto regusto histórico pues, como es sabido, cuando entró en vigor el Tratado de Lisboa (1 de diciembre de 2009) la «Unión Europea» sustituyó a la anterior «Comunidad Europea». La norma citada establece cuatro tipos de recursos que allegan ingresos al presupuesto de la UE:

			— Por un lado, están los derechos de aduana y exacciones agrícolas y ganaderas, que gravan básicamente la importación de productos en el territorio aduanero (aunque excepcionalmente también se puede gravar su exportación), suponiendo en torno a un 12-14 por 100 del total de ingresos de la UE.

			— Por otro lado está el denominado recurso IVA, y que viene a ser un porcentaje sobre el IVA recaudado en cada Estado miembro, lo cual representa en torno al 12-14 por 100 del total de ingresos.

			— El obtenido de aplicar 0,8 euros por Kg de los envases de plástico generados en cada Estado miembro que no se reciclen, aun con ciertas reducciones para algunos Estados (entre ellos, España).

			— El más importante de los recursos es el basado en el PNB (Producto Nacional Bruto, esto es, la riqueza nacional) de los Estados miembros, el cual representa en torno al 70-75 por 100 del total de los ingresos de la UE.

			Otros recursos que nutren las arcas de la UE y que suponen un porcentaje reducido, cercano al 1 por 100 de los ingresos son el impuesto sobre los sueldos de los funcionarios europeos, intereses financieros, contribuciones de otros Estados no miembros para ciertos programas (por ejemplo, de I+D+i), así como las multas y sanciones impuestas por la UE a los Estados miembros. Adicionalmente, y aunque no está previsto expresamente en el TFUE, la UE podría emitir deuda pública (los llamados eurobonos) en el marco del procedimiento previsto en el artículo 352 TFUE, si bien se requeriría unanimidad de todos los Estados miembros, como se comentará seguidamente.

			[image: Gráfico circular que muestra la distribución del Recursos UE 2025]

			Fuente: Presupuestos de la UE 2025.

			Finalmente, deben hacerse una serie de apreciaciones en relación con los recursos propios de la UE.

			En primer lugar, ha de recordarse que varios Estados miembros de la UE se han unido en un proyecto común de moneda única: el euro. Y dado que la emisión de moneda siempre ha sido un recurso económico de los distintos Estados, la Unión Europea puede asimismo emitir dinero, lo cual conlleva una riqueza significativa para el Banco Central Europeo, que será utilizada por este en políticas monetarias y económicas a favor de la moneda única. Sin embargo, tales ingresos no forman parte del presupuesto de la UE.

			En segundo lugar, debe indicarse que los recursos de la UE antes explicitados son susceptibles de evolucionar con el tiempo, y en este sentido pueden aprobarse nuevas figuras como el proyectado impuesto sobre las transacciones financieras, propuesto por la Comisión de la UE y que aún no se ha aprobado por reticencias de algunos Estados miembros.

			En lo que respecta al gasto público, el TFUE establece una serie de criterios para la aprobación de sus presupuestos anuales que han de inscribirse en un plan financiero plurianual previamente aprobado de, al menos, cinco años, al que nos referiremos en el siguiente epígrafe.

			Por lo demás, el plan financiero que constituye el presupuesto aprobado anualmente en la UE atiende a distintos gastos que ha de realizar dicho ente supranacional en función de las competencias atribuidas por el TFUE, entre los que se incluyen fondos de solidaridad y a favor de la competitividad y, por otro lado, ayudas a la agricultura y ganadería (partidas que consumen más de tres cuartas partes del presupuesto); del mismo modo, medidas medioambientales, de política exterior y de financiación de las instituciones europeas, que constituyen partidas más reducidas.

			[image: Gráfico circular que muestra la distribución de gastos de la UE para 2025]

			Fuente: Prepuestos de la UE 2025.

			Como puede contemplarse, la mayor parte del presupuesto se destina a gastos relacionados con ayudas agrarias (39 por 100) y fondos de solidaridad (46 por 100), mientras que una parte mínima se destina a la Administración de la UE (6 por 100), a la acción internacional de la UE (7 por 100) o a aspectos relacionados con la seguridad y sociedad civil (2 por 100).

			Habida cuenta de que, como en todo sistema de financiación, existen contribuyentes netos (que aportan más dinero al presupuesto que el que reciben por las distintas políticas) y perceptores netos (justo lo contrario), se han diseñado sistemas de compensación a favor de determinados países que tienen una menor relevancia en las políticas agrícolas, ganaderas y pesqueras que absorben una parte importante del presupuesto de la UE. Históricamente, el Reino Unido solicitó una compensación por el déficit presupuestario indicado en 1984 y a partir de ese momento se fijó un mecanismo de compensación para dicho país que fue denominado cheque británico y que ha consistido en una reducción de la contribución británica. En la actualidad, otros países han solicitado una compensación de la misma naturaleza que la vigente para el Reino Unido, como es el caso de Alemania, Austria, Holanda o Suecia.

			Por lo demás, y en lo que se refiere a la estructura del presupuesto, los artículos 46 a 53 del citado Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, hacen referencia a la misma. Tales preceptos, que destilan prudencia presupuestaria, recogen que los presupuestos de la UE vendrán conformados, primeramente, por un estado sintético de ingresos y gastos y, en segundo lugar, por una sección por institución, a excepción del Consejo Europeo y del Consejo, que compartirán la misma sección, con el estado de ingresos y gastos de la misma. Los ingresos y gastos de las distintas instituciones vendrán clasificados en títulos, capítulos, artículos y partidas según la naturaleza o destino de los mismos. Ello no obstante, en el estado de gastos de la Comisión (de gran importancia cuantitativa) cada título corresponderá a una política comunitaria y cada capítulo, por regla general, a una actividad.

			Los principios que rigen la elaboración de los presupuestos de la UE no son muy distintos de los ya estudiados en relación con el Estado español. Así, los artículos 310, 312 y 313 TFUE hacen referencia a los principios de legalidad (al requerir un acto normativo de máxima jerarquía en el que participan el Consejo y el Parlamento Europeo, como veremos inmediatamente), unidad, universalidad, anualidad, equilibrio y estabilidad presupuestaria, así como de buena gestión financiera y de lucha contra el fraude, siendo así que estos dos últimos principios tienen que ver más con la ejecución presupuestaria que se analizará en la lección siguiente que con la elaboración y aprobación de los presupuestos que examinamos ahora. Por su parte, los artículos 7 a 35 del Reglamento del (UE, Euratom) n.º 966/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por el que se aprueba el Reglamento financiero aplicable al presupuesto general de las Comunidades Europeas se refieren, además de a los ya mencionados, a otros como los principios de veracidad presupuestaria, unidad de cuenta, especialidad (aunque dotado de una cierta flexibilidad, como ocurre en el ámbito estatal), transparencia o de buena gestión financiera, con una definición de cada uno de ellos y reglas específicas para los mismos.

			Dado que el contenido de los citados principios no difiere mucho de los recogidos en el Derecho español, no nos extenderemos más sobre el particular.

			4.3.2. Procedimiento de elaboración y aprobación


			El procedimiento de aprobación de los presupuestos de la UE tiene un iter similar al ya estudiado en el ámbito español, si bien por las particularidades de dicho ente supranacional parece oportuno señalar las especificidades del mismo.

			La primera particularidad de la aprobación de los presupuestos de la UE es que los mismos deben atenerse a un marco financiero plurianual de, al menos, cinco años (art. 312 TFUE). Así, el último período del marco plurianual aprobado en la UE es el de 2021-2027. La razón de que exista un marco de varios años donde encuadrar la actividad financiera de la UE tiene que ver con el diseño de una estrategia general de varios años y, asimismo, con evitar que tal plan financiero sea discutido cada año, con el consecuente dispendio de energía política. El referido marco plurianual habrá de aprobarse por reglamento y por unanimidad del Consejo (que podrá adoptar una decisión unánime para aprobarlo en adelante por mayoría cualificada) y por mayoría del Parlamento Europeo, y fijará por un lado los límites anuales de gastos y pagos y, por otro lado, el límite de ingresos fijado en un porcentaje del PNB de la UE. En caso de que no se apruebe el marco financiero plurianual de un determinado período se prorrogarán los límites existentes en el último año del anterior marco vigente hasta que se apruebe un nuevo plan financiero plurianual.

			Una vez exista un marco financiero plurianual al que haya que atenerse (o prorrogado el mismo por falta de acuerdo) se elaborarán los presupuestos anuales de cada año. El procedimiento se inicia con la remisión al Comisario de Presupuestos por parte de los distintos centros gestores de la UE de sus previsiones de gastos; continúa, después de conformar las solicitudes de los centros gestores con los límites previstos en el marco plurianual, con la presentación del proyecto de presupuesto anual por parte de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo. A partir de ese momento, si bien es el Consejo el que inicia el procedimiento de aprobación del presupuesto emitiendo su posición sobre dicho proyecto presentado por la Comisión, el Parlamento Europeo tiene más peso en el desarrollo del proceso. Ello es sin duda una excepción respecto de otros procedimientos de aprobación de actos normativos, en los que el Consejo suele tener una mayor importancia. La razón de dicho cambio podría buscarse en el principio de legalidad en materia presupuestaria (y de la importancia de la representación popular en la aprobación del plan anual de ingresos y gastos) de los distintos Estados miembros.

			
				
					
				
				
					
							
							Fase de elaboración

							Antes de 1 de junio: remisión de instituciones (salvo BCE) de previsiones de gastos.

							Antes de 1 de septiembre: la Comisión elabora el proyecto de presupuestos.

							Fase de aprobación

							1 de septiembre o antes: la Comisión presenta el proyecto de presupuestos al Consejo y Parlamento Europeo.

							1 de octubre o antes: el Consejo remite al Parlamento la posición adoptada por el mismo sobre el proyecto del presupuesto.

							En el plazo de 42 días: el Parlamento puede aprobar la posición del Consejo o no pronunciarse, en cuyo caso quedará aprobado el presupuesto de la UE. También puede aprobar enmiendas por mayoría de los miembros que lo componen, en cuyo caso se convocará un COMITÉ DE CONCILIACIÓN con el mismo número de miembros del Consejo y del Parlamento.

							** Si en el plazo de 10 días el Consejo aprueba las enmiendas realizadas por el Parlamento Europeo, el presupuesto quedará aprobado.

							En el plazo de 21 días: el comité de conciliación intentará aprobar un texto conjunto de presupuesto:

							— Si no se aprueba el texto conjunto, la Comisión deberá presentar un nuevo proyecto de presupuestos.

							— Si se aprueba el texto conjunto, el Consejo y el Parlamento Europeo tienen 14 días para pronunciarse sobre dicho texto. Si ambos lo aprueban o rechazan, el presupuesto quedará aprobado o rechazado, respectivamente. Si el Parlamento Europeo lo rechaza, la Comisión deberá presentar un nuevo proyecto de presupuestos. Pero si el Consejo lo rechaza y el Parlamento lo aprueba, este dispone de un plazo de 14 días desde el rechazo de aquel para decidir por mayoría cualificada de 3/5 partes si aprueba el texto conjunto o las enmiendas que el Parlamento realizó.

						
					

				
			

			Una vez se haya concluido el procedimiento de elaboración del presupuesto según lo indicado anteriormente por la interacción del Parlamento Europeo y el Consejo, habiéndose aprobado el presupuesto anual, el Presidente del Parlamento Europeo declarará que el mismo ha quedado definitivamente adoptado y se le dará publicidad.

			En el caso de que al iniciarse un ejercicio presupuestario no se haya aprobado aún un nuevo presupuesto, el artículo 315 TFUE dispone un procedimiento singular de prórroga de presupuestos: podrán efectuarse mensualmente gastos por capítulos dentro del límite de la doceava parte de los créditos consignados en el capítulo correspondiente del presupuesto del ejercicio precedente. El mismo precepto citado establece, como válvula de escape para flexibilizar lo indicado anteriormente, que el Consejo, a propuesta de la Comisión, podrá autorizar gastos que excedan de la doceava parte antes referida.

			
5. LA DEUDA PÚBLICA

			Tradicionalmente se ha considerado que la Deuda Pública tiene esencialmente carácter excepcional en tanto que debería quedar relegada a circunstancias especiales y, básicamente, contraerse para la adquisición de bienes de inversión u obras públicas, pero no para financiar gastos ordinarios o corrientes. Se trata, en suma, de una filosofía económica compartida también por los sujetos privados. Ello no obstante, y como señala Ferreiro Lapatza, el recurso constante a este medio de financiación por parte de los entes públicos le ha restado en gran medida su carácter excepcional. Sea como fuere, lo cierto es que se trata de un recurso financiero importantísimo en la mayoría de los países y también en el nuestro, que ha sido además objeto de tensiones internacionales importantes como lo prueban los problemas de financiación que en el año 2010 tuvieron Grecia e Irlanda, en 2011 Portugal y en 2012 en España.

			Ya indicamos, al examinar el principio de estabilidad presupuestaria, que los presupuestos de los entes públicos no deben ser con carácter general deficitarios, más allá de coyunturas económicas o naturales especialmente adversas. Ello deriva, como es sabido, de la doctrina de la UE en virtud de la cual no deben superarse ciertos límites por encima de los cuales peligraría su eventual devolución, entrando en lo que se conoce como «espiral de la Deuda Pública» en virtud de la cual se acude al crédito público para financiar no ya los gastos públicos generales, sino los intereses crecientes que se derivan del endeudamiento público. En un escenario extremo como el que se acaba de indicar, el riesgo de devolución se incrementa notablemente y, de forma paralela, aumentan los intereses que se cobran por la misma (la tantas veces nombrada «prima de riesgo»). Todo ello crea inestabilidades monetarias que perjudican la moneda común, de modo que la UE se ha cuidado de establecer unas normas en virtud de las cuales no se deban traspasar determinados umbrales de déficit y, en consecuencia, de crédito público, existiendo un mecanismo corrector, con sanciones para los Estados incumplidores, como se refirió en su momento.

			La Deuda Pública tiene una entidad sustancial y constituye un ámbito jurídico separado (el Derecho de la Deuda Pública) dentro del Derecho Financiero, que por su naturaleza se inscribiría más propiamente en la parte de dicha rama jurídica que regula los ingresos públicos. No se puede confundir, pues, con el Derecho Presupuestario que venimos estudiando en estas líneas. Ello no obstante, la vinculación evidente que la Deuda Pública tiene con algunos de los principios ya estudiados —﻿sustancialmente con el principio de estabilidad presupuestaria﻿—, el hecho de que los límites de la Deuda Pública se recojan en las leyes de presupuestos aprobadas cada año y, finalmente, las obligaciones de devolución y de pago de intereses que dicho ingreso conlleva nos permiten estudiarla en este momento sin entender forzada su ubicación sistemática.

			Dicho lo anterior, es preciso indicar que el análisis de la Deuda Pública puede realizarse desde distintas ópticas (económica, política, etc.). Nuestro objetivo es realizar un análisis jurídico de esta cuestión, refiriéndonos a la regulación normativa que de la misma existe en nuestro ordenamiento.

			Así pues, se examinarán en este epígrafe los requisitos y condicionantes normativos que existen para contraer Deuda Pública tanto por el Estado, como por las Comunidades Autónomas y Entes Locales, realizando una breve referencia a las posibilidades de endeudamiento de la UE.

			
5.1. Concepto, naturaleza y clases


			Por Deuda Pública cabe entender, genéricamente, el capital tomado en préstamo por un ente público para subvenir los gastos y pagos a los que se enfrenta dicho ente. Ello conlleva, lógicamente, una obligación de devolución de tales capitales y, por otro lado, la obligación de retribuir los mismos, teniendo ambas obligaciones financieras una repercusión económica notable en el ente público prestatario y de ahí las limitaciones que existen al endeudamiento público en la normativa vigente. Así pues, en definitiva, se trata de un contrato de préstamo similar al regulado por el Derecho Privado pero con matices ineludiblemente públicos por razón de la subjetividad de uno de los contratantes, lo que implica que, además de la normativa jurídico-privada propia de dicho contrato, habrá que tomar en consideración la normativa pública que regula tal negocio jurídico, como sería el caso de la LGP en relación con el endeudamiento del Estado.

			Podría preguntarse si la Deuda Pública solo se predica de los capitales tomados en préstamo o bien de toda obligación de devolución de capitales que haya contraído la Hacienda Pública por figuras distintas al préstamo, como sería el caso del aval realizado a favor de un tercer deudor. Si bien cabe entender que se trata de negocios jurídicos distintos (uno conlleva ingresos para el ente público y otro no), lo cierto es que lo que pretenden las normas que regulan el endeudamiento público es limitar las obligaciones de devolución y abono de intereses de los entes públicos, de manera que solo en la medida en que se ejecute un aval contra un ente público entrará a formar parte de la Deuda Pública del mismo. Algo similar ocurriría con las líneas de crédito contratadas, toda vez que la autorización de un crédito no conlleva la efectiva disposición del mismo.

			Si atendemos a la definición legal prevista en el artículo 92 LGP, esta indica que: «Constituye la Deuda del Estado el conjunto de capitales tomados a préstamo por el Estado mediante emisión pública, concertación de operaciones de crédito, subrogación en la posición deudora de un tercero o, en general, mediante cualquier otra operación financiera del Estado, con destino a financiar los gastos del Estado o a constituir posiciones activas de tesorería». Esto es, al menos a nivel estatal —﻿aunque inspirando la normativa autonómica y local, como se verá﻿—, la Deuda Pública contiene no solo los capitales tomados en préstamo, sino también otras obligaciones contraídas por el ente público que les colocan en una posición deudora.

			En cuanto a la naturaleza de la Deuda Pública hemos de decir que, además de un contrato de préstamo regido por normas de Derecho Privado y Público (o bien de otros negocios financieros relacionados que conllevan a una posición deudora del ente público), se trata de un ingreso singular si se compara con el resto de ingresos públicos. Así, por un lado, es un ingreso voluntario que deriva de un contrato como fuente de las obligaciones y no de la imposición legal, lo cual contrasta con otro tipo de ingresos que tienen naturaleza coactiva —﻿los más﻿— como sería el caso del tributo. Adicionalmente cabe indicar que se trata de un ingreso no definitivo (pues tendrá que devolverse con intereses) lo que, además, nos lleva a otra de las características de tal instituto: se trata de un ingreso que provoca a su vez un gasto de financiación. De ahí la importancia de una regulación jurídica detallada de tal instrumento financiero que ponga límites al recurso a esta vía de financiación.

			Por último, es preciso referirse a las clases de Deuda Pública que se pueden presentar. Caben al respecto varias clasificaciones, de las que señalamos solo algunas que nos resultan de mayor interés:

			— Por un lado, cabe diferenciar la Deuda Pública en función del sujeto que figure como prestatario (Estado, Comunidades Autónomas, Entes Locales, Unión Europea, organismos autónomos de los entes antes citados, etc.). Tal clasificación resulta relevante porque en función de la deuda que se trate será aplicable una u otra normativa.

			— Por otro lado, la Deuda Pública puede ser interior, si se emite en España, o exterior si se emite en otros países. La importancia de esta clasificación tiene que ver con el Derecho aplicable en relación con las garantías reconocidas a favor de los prestamistas y, por otro lado, de las prerrogativas que puede tener el emisor, que podrían variar en función del lugar de emisión.

			— Adicionalmente, dependiendo de las condiciones de obtención del dinero en préstamo puede diferenciarse entre créditos singulares, esto es, contraídos con uno o varios prestamistas institucionales (como sería el caso de entidades de crédito) y, por otro lado, empréstitos públicos, que son los contraídos acudiendo a los mercados de capitales mediante la emisión de títulos valores que pueden ser adquiridos por una multitud ingente de inversores individuales o colectivos. Obviamente, en función del negocio jurídico que se siga las normas aplicables serán distintas. Debe indicarse al respecto, a título informativo, que las operaciones de endeudamiento más importantes se realizan hoy en día a través de la figura del empréstito público, siendo así que el crédito singular es menos común y, acaso, más utilizado en el ámbito autonómico y local. Sin perjuicio de lo anterior, no cabe olvidar que en muchos casos quienes suscriben los empréstitos públicos emitidos principalmente por el Estado son las propias entidades financieras.

			— En función del plazo de devolución podríamos hablar de Deuda Pública a corto, medio y largo plazo. Así, en el ámbito estatal, pueden distinguirse las Letras del Tesoro (con fechas de devolución que oscilan entre los 3 y los 18 meses), y que constituyen deuda emitida a corto plazo; los bonos del Estado (con fechas de devolución que van desde los 3 a los 5 años) y que por tanto son deuda a medio plazo; y, finalmente, las Obligaciones del Estado (con fechas de devolución que van desde los 10 a los 30 años), que comportan deuda a largo plazo.

			— Otras clasificaciones que se podrían enunciar no tienen hoy en día tanta relevancia. Así, podría indicarse que la Deuda Pública puede estar representada en anotaciones en cuenta (lo más habitual en las emisiones actuales) o en otros títulos valores (v. gr., en papel, más propio de emisiones antiguas); puede hablarse asimismo de Deuda Pública amortizable (lo más habitual) o perpetua (en la que el ente público solo pagaría intereses pero no se obliga a devolver el capital); también podría hablarse de deuda pública nominativa, al portador o mixta, etc.

			
5.2. Principios jurídicos


			Los principios jurídicos que informan la emisión y gestión de la Deuda Pública son básicamente tres: el principio de reserva de ley, el principio de inclusión presupuestaria de los intereses y devoluciones de capital y, finalmente, el principio de sostenibilidad financiera. Tales principios han sido recogidos en el apartado tercero del artículo 135 de nuestra Constitución y desarrollados por la LOEPSF, como veremos de inmediato. El citado precepto recoge textualmente:

			El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para emitir deuda pública o contraer crédito.

			Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus presupuestos y su pago gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de enmienda o modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión.

			El volumen de deuda pública del conjunto de las Administraciones Públicas en relación con el producto interior bruto del Estado no podrá superar el valor de referencia establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

			Nos referimos, pues, brevemente, a cada uno de los principios citados.

			— En lo que concierne al principio de reserva de ley, señala el precepto antes transcrito que se precisa autorización legal para la emisión de Deuda Pública o para contraer crédito, tanto por parte del Estado como por las Comunidades Autónomas.

			Varias son las reflexiones que pueden hacerse al respecto. En primer lugar, es el «Estado» quien debe estar autorizado a emitir Deuda Pública, y no el «Gobierno», como aparecía en la anterior versión del artículo 135 antes de la reforma constitucional. Ello no obstante, en realidad la referencia al Estado parece contraponerse a otro ente territorial (Comunidades Autónomas), precisamente para evitar que se interprete que las Comunidades Autónomas no están sometidas al principio de reserva de ley como podría resultar después de la doctrina del TC referida al artículo 134.7 CE, ya examinada. Sin embargo, la referencia al Estado puede tener perfiles competenciales, habida cuenta de que la autorización por ley para crear deuda Pública podría dirigirse no al Gobierno, sino directamente al Ministro o a la Ministra de Economía, como de hecho ha ocurrido en algunas LPGE.

			Por otro lado, ha de indicarse que la reserva de ley es relativa y no absoluta, pues solo fija el «el límite de la variación del saldo vivo de Deuda del Estado de cada ejercicio presupuestario» (art. 94 LGP) y no las condiciones concretas de la emisión (tipo de interés, etc.), lo cual es razonable dado que tales condiciones variarán en función de las circunstancias económicas de cada momento (entre otras y fundamentalmente, dependiendo de la «prima de riesgo») y sería complicado determinar todo ello a priori.

			Por lo demás es normalmente la Ley de Presupuestos Generales del Estado la que autoriza el límite máximo de deuda estatal (así lo recoge el antes citado art. 94 LGP), si bien nada impide que sea una ley ordinaria la que lo haga.

			Además, es preciso indicar que el artículo 15 LOEPSF contempla que en el primer semestre del año el Gobierno deberá fijar los objetivos financieros para la emisión de Deuda Pública de los tres ejercicios siguientes y solicitar la aprobación de Congreso y Senado, siendo así que una vez aprobados por ambas Cámaras, «la elaboración de los proyectos de Presupuesto de las Administraciones Públicas habrán de acomodarse a dichos objetivos».

			En cuanto a la posibilidad de admitir Decreto-Ley en materia de Deuda Pública, a pesar de que algún sector doctrinal es contrario a ello, no parece que existan mayores problemas en considerar la constitucionalidad de dicha fuente normativa siempre y cuando se cumplan los requisitos de extraordinaria y urgente necesidad contenidos en el artículo 86 CE.

			De hecho, para interpretar debidamente el principio de reserva de ley que ahora examinamos convendría preguntarse cuál es el fundamento del mismo. En efecto, no puede entenderse que tal fundamento es similar al que justifica el principio de reserva de ley en el ámbito tributario (cual es, como se verá en la Lección 4, básicamente proteger el derecho de propiedad de los contribuyentes), pues la contratación de la Deuda Pública no es coactiva, como ya indicamos. Se han señalado otros dos fundamentos para la referida reserva de ley: por un lado, el control de política económica y financiera del Gobierno por el Parlamento, habida cuenta de que contraer Deuda Pública conllevará obligaciones económicas y financieras en un futuro (devolución del capital y los intereses); pero, por otro lado, una justificación importante del principio de reserva de ley en esta materia es evitar que un exceso de emisión de Deuda Pública perjudique el acceso al crédito del sector privado (particulares y empresas), pues previsiblemente ello tendrá como consecuencia una subida de los intereses y pueden desviarse recursos financieros al sector público en detrimento del sector privado.

			Por otro lado, y en cuanto al principio de inclusión presupuestaria de los intereses y devoluciones de capital, el precepto antes transcrito recoge una garantía constitucional para los acreedores del Estado: los créditos presupuestarios necesarios para el pago de los intereses y del nominal previstos según la «ley de emisión» (término que debe entenderse como sinónimo a la norma jurídica, con independencia de su rango, que fija las condiciones económicas del empréstito) se entenderán siempre incluidos en la Ley de Presupuestos Generales de cada año sin posibilidad de enmienda o modificación, con lo que el Estado no podrá negarse a devolver (con intereses) el dinero que le han prestado, pues en tal caso la Ley que así lo determinara incurriría en vicio de inconstitucionalidad. Y es más, en la reforma constitucional de 2011 se recoge que el pago de tales cuantías gozarán de prioridad absoluta, lo cual parece una dicción pensada para la tranquilidad de los acreedores de la Deuda Pública (y principalmente exteriores), pues los efectos jurídicos de una prelación de créditos como la indicada solo se haría efectiva en el caso de que hubiera que priorizar los pagos a los acreedores, lo cual ocurriría únicamente en caso de quiebra del sector público, circunstancia esta realmente extrema.

			Adicionalmente, el principio de sostenibilidad financiera recoge una prohibición de superar el «valor de referencia» fijado en el TFUE, que a tenor del Protocolo número 12 de referido Tratado al que remite el artículo 126 de dicho texto legal es el 60 por 100 del producto interior bruto. Se trata de una limitación muy relacionada con el principio de estabilidad presupuestaria que analizamos más atrás, dado que habitualmente habrá que acudir a la Deuda Pública para cubrir el déficit público generado en cada ejercicio. Sin embargo, sí que merece la pena destacar que, según tal disposición, unos Presupuestos Generales del Estado que autoricen emitir una deuda que supere el 60 por 100 del PIB podrían reputarse inconstitucionales en lo que concierne a tal autorización. Ello no obstante, como se examinó, el apartado 4 del artículo 134 CE se refiere a la posibilidad de superar tal umbral en casos excepcionales, lo que provocará un aumento paralelo de la Deuda Pública que podría entenderse —﻿aun de forma excepcional﻿— conforme a nuestro texto constitucional.

			Cabe destacar que en caso de superar el precitado umbral del 60 por 100, el reciente Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza en la Unión Económica y Monetaria, de 2 de marzo de 2012, recoge en su artículo 4 la obligación por parte de los Estados miembros de reducir el exceso de deuda en una cuantía anual igual a la veinteava parte de tal exceso. Ello no obstante, las condiciones de aplicación de tal precepto y los efectos jurídicos de su contravención están aún por definirse. Y, por otro lado, la LOEPSF recoge en su artículo 13 (con vigencia a partir del 1 de enero de 2020) que la distribución entre las Administraciones territoriales del límite de endeudamiento será como sigue: 44 por 100 para la Administración central (lo que supondría el 73,33 por 100 del total de la Deuda Pública); 13 por 100 para el conjunto de Comunidades Autónomas, y 3 por 100 para el conjunto de Corporaciones Locales.

			
5.3. Deuda Pública estatal


			5.3.1. Régimen jurídico


			El régimen jurídico de la Deuda Pública estatal se encuentra principalmente contenido en los artículos 90 a 118 LGP, que pasamos a comentar resumidamente a continuación.

			En primer lugar, una vez autorizada por ley la contratación de Deuda Pública, será normalmente el Ministro de Economía (art. 98 LGP) quien disponga la creación de la misma y autorice su contratación y formalización, fijándose las características de retribución, devolución, etc.; dicha responsabilidad podrá ser delegada en el Director General del Tesoro y Política Financiera. Como se indicó anteriormente, la contratación de Deuda Pública puede realizarse bien singularmente (con determinadas entidades financieras) o bien con emisiones de valores (acudiendo a los mercados de valores), siendo la más habitual esta última y siguiendo además un procedimiento de subasta en virtud del cual se realiza una oferta y los adquirentes formulan a su vez una contraoferta hasta que ambas posiciones se encuentran en un valor fijo, momento en que se realiza la adjudicación de la deuda y perfecciona el contrato de préstamo. Por su parte, existen también una serie de obligaciones de información: el artículo 93 LGP fija la obligación de que el Gobierno informe trimestralmente al Congreso del saldo de las emisiones de Deuda Pública realizadas y, por su parte, el Ministro de Economía remitirá al Gobierno y al Congreso una memoria anual de operaciones de endeudamiento. Asimismo, el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas publicará informes anuales sobre el grado de cumplimiento de los objetivos de Deuda Pública (art. 17 LOEPSF).

			Una vez emitida la Deuda Pública por el Estado, su régimen jurídico viene regulado en los artículos 103 a 105 LGP. Básicamente, contemplan dichos preceptos que será de aplicación las normas de Derecho Público o Privado que regulen el contenido de dicho negocio jurídico y cuyos contenidos más importantes serán el derecho a percepción de intereses según los criterios contratados y, lógicamente, de devolución del capital, derechos que, como se indicó anteriormente, gozan del máximo privilegio. La percepción de intereses puede ser al final de la vigencia del contrato de préstamo, como sería el caso de la Deuda Pública a corto plazo. Así, las Letras del Tesoro son emitidas al descuento (por ejemplo al 99 por 100) y en la fecha de la amortización se paga su valor nominal (100 por 100) recibiendo el inversor el capital invertido y el interés de dicha inversión. Sin embargo, para la deuda a medio y largo plazo (Bonos y Obligaciones del Estado), dado que la devolución del capital se prolonga en el tiempo, se percibirán anualmente los intereses convenidos en cada emisión. Adicionalmente cabe decir que para los casos de robo, hurto, extravío o destrucción le serán aplicables a los títulos de Deuda Pública el procedimiento previsto administrativamente o, en su defecto, lo dispuesto en la legislación mercantil (art. 103 LGP). Por su parte las operaciones de transmisión, según indica el artículo 104 LGP, no tendrán más limitaciones «que las derivadas de las propias normas de creación, de las reguladoras de los mercados en que se negocie o, en su caso, de las normas aplicables en materia de control de cambios», sin que sea necesaria por lo general la intervención de fedatario público.

			En lo que respecta a la extinción de la Deuda Pública, puede producirse bien por la amortización o por la prescripción de la misma.

			La amortización es el supuesto más habitual de extinción y se realizará según el plan financiero de la emisión, pudiendo ser total en el momento de vencimiento (lo más habitual) o paulatina a lo largo de la vigencia de la misma.

			Por su parte, la prescripción sería un supuesto excepcional de extinción de la Deuda Pública y se producirá en los plazos indicados en el artículo 105 LGP: cinco años para la obligación de pagar los intereses de la Deuda del Estado y la de devolver los capitales llamados a reembolso, contados respectivamente a partir del vencimiento de los intereses y del día del llamamiento a reembolso; diez años para la obligación de reembolso de capitales en los supuestos de llamada a conversión o canje obligatorio, contados desde el último día del plazo establecido para la operación; veinte años para el reembolso de los capitales cuando no se hayan percibido sus intereses, ni realizado por su titular acto alguno ante la Administración de la Hacienda Pública Estatal que suponga o implique el ejercicio de su derecho.

			Teóricamente también existiría como forma de extinción el repudio de la Deuda Pública, esto es, la declaración unilateral del Estado en virtud de la cual hace saber de forma expresa o tácita que no va a cumplir sus obligaciones económicas en relación con el pago de nominal e intereses del endeudamiento público. Sin embargo, tal posibilidad parece vedada por el artículo 135 CE como se examinó más atrás.

			Finalmente, cabría hablar también de la conversión de la Deuda Pública, que puede definirse como la modificación de alguna de las condiciones esenciales de la misma (tipo de interés, capital a reembolsar o plazo de reembolso o amortización). La conversión puede ser forzosa (sustitución de Deuda por otra, sin opción para el prestamista), facultativa (se le da la opción al prestamista de sustituir la Deuda por otra nueva o mantener las anteriores condiciones) u obligatoria (se le da la opción al prestamista de sustituir la Deuda o amortizarla). Pues bien, la conversión se concibe como una forma de extinción de la Deuda Pública, ya sea por novación o extinción anticipada, bien por considerarse un repudio parcial de la misma (forzosa).

			5.3.2. Avales


			Como ya se ha indicado, los avales en sí mismos no constituyen Deuda Pública. Solo en el caso de que se ejecuten y resulte el Estado responsable de deudas de las personas avaladas deberá computarse tal responsabilidad en la cuantía total de la Deuda Pública, motivo por el que la LGP trata dicha institución junto con los preceptos antes examinados. El régimen jurídico de los avales se encuentra regulado en los artículos 113 a 118 LGP, los cuales determinan, básicamente, que el Consejo de Ministros ostenta la competencia de otorgar avales en los términos y con los límites que fije la oportuna ley (normalmente, la LPGE), previa declaración del interés público que lo motiva. De acuerdo con los preceptos citados, pueden otorgarse avales a:

			— Entidades públicas de carácter territorial o institucional, sociedades mercantiles estatales y organismos internacionales de los que España sea miembro.

			— Personas naturales o jurídicas para financiar bienes e inversiones en general que deban revertir a la Administración General del Estado y hayan de quedar afectos a concesión administrativa, o deban adquirirse o realizarse en el marco de un contrato de concesión de obra pública o de colaboración entre el sector público y el sector privado, o por una sociedad de economía mixta creada para ejecutar uno de estos contratos.

			La formalización la realizará el Ministro de Economía, quien fijará —﻿de acuerdo con las condiciones legalmente previstas y las aprobadas por el Consejo de Ministros﻿— las características concretas del mismo, devengándose —﻿si se hubiere pactado﻿— una comisión a favor de la Administración General del Estado.

			
5.4. Deuda Pública de los entes territoriales


			Lo dicho anteriormente se refiere a la deuda del Estado, aunque sus principios también deben considerarse en gran parte extrapolables a las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales, con las particularidades que se recogen seguidamente.

			Así, las Comunidades Autónomas pueden acudir al crédito, y ello aparece expresamente previsto en la Constitución al recoger en su artículo 157.1 entre los recursos de las mismas «el producto de las operaciones de crédito». Sin embargo, la Ley Orgánica 8/1980, de Financiación de Comunidades Autónomas (conocida por la abreviatura LOFCA y que regula las competencias financieras de las CCAA) recoge en sus artículos 3.2.f), 14 y 17.d) el régimen jurídico de la emisión de Deuda Pública por parte de las Comunidades Autónomas, remitiéndose a los estatutos de cada ente territorial y a una coordinación por parte del Consejo de Política Fiscal y Financiera, pero con algunas limitaciones significativas, entre las que se encuentran las siguientes:

			— Pueden concertar operaciones de crédito por plazo inferior a un año para cubrir necesidades transitorias de tesorería.

			— Pueden concertar operaciones de crédito para realizar gastos de inversión siempre que la cuantía de reembolsos (de capital e intereses) no supere el 25 por 100 de los ingresos corrientes de cada Comunidad Autónoma.

			— Para concertar deuda con el extranjero (debe entenderse, fuera de la zona euro) y para emitir Deuda Pública (en mercados de valores) o realizar cualquier otra operación de crédito distinta a las citadas en los dos párrafos anteriores, se requiere la autorización del Estado.

			Todo ello resulta una cuestión de extrema relevancia en la actualidad, dado que, como es sabido, el acceso a la Deuda Pública por parte de las CCAA tiene una importante relación con situaciones de déficit presupuestario: financiar la insuficiencia de recursos para cubrir los gastos. Así pues, en épocas en que el equilibrio presupuestario es una preocupación notoria (como ocurre en los tiempos que corren), la negativa de la autorización del Estado conllevará la obligación de la respectiva Comunidad Autónoma de reducir su déficit, ya sea aumentando los ingresos (v. gr., subiendo impuestos), disminuyendo el gasto público (v. gr., reduciendo prestaciones de servicios públicos) o haciendo ambas cosas.

			En cuanto a las Corporaciones Locales, también estas pueden acudir al crédito público como vía de financiación, tal y como recogen los artículos 48 a 55 del Real Decreto Legislativo 2/2004, que aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales. Básicamente, el régimen jurídico aplicable a tales operaciones consiste en que los entes locales pueden acudir al préstamo comunicándolo al Ministerio de Economía y Hacienda y sin necesidad de autorización, si bien será necesaria la autorización de dicho órgano en determinados casos, como cuando del último ejercicio se deduzca un ahorro negativo, esto es, cuando las obligaciones reconocidas superen los ingresos corrientes o cuando el capital vivo de las operaciones de crédito vigentes a corto o largo plazo exceda el 110 por 100 de los ingresos corrientes. Algunas disposiciones aprobadas por vía de urgencia en el marco de la presente crisis económica (RD-ley 8/2010, de 20 de mayo, y RD-ley 4/2012, de 24 de febrero) han restringido aún más las posibilidades de acceso al crédito de que disponen los municipios españoles. Por su parte, el Real Decreto-ley 7/2012, de 9 de marzo, por el que se crea el Fondo para la financiación de los pagos a proveedores, fija condiciones específicas de endeudamiento con dicho Fondo para las Comunidades Autónomas y los Entes Locales.

			Por último, es preciso indicar que el artículo 13 LOEPSF recoge que en las autorizaciones que deban realizarse por el Estado a las Comunidades Autónomas y a las Entidades Locales se tendrá en cuenta el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y de Deuda Pública, así como el cumplimiento de los principios y las obligaciones que se derivan de la aplicación de la propia LOEPSF.

			
5.5. Deuda Pública y UE

			Finalmente, cabe decir que la Unión Europea no está habilitada expresamente a acudir al crédito público, pues resulta una competencia que no ha sido conferida expresamente por el TFUE. Ello no obstante, en tiempos recientes de penurias de acceso al crédito público por parte de algunos Estados miembros, no han sido pocas las voces que han postulado la solución de los eurobonos, esto es, bonos emitidos o avalados por la Unión Europea para permitir unas mejores condiciones económicas de acceso al crédito, lo cual ha sido mal acogido por los países ricos de Europa Central y del Norte, refiriéndose incluso a la ilegalidad que los mismos comportarían por contravención del artículo 125 TFUE. En realidad, tales críticas pueden diluirse si se tiene en cuenta que el artículo 122 del mismo texto normativo permite al Consejo, a propuesta de la Comisión, en casos de dificultades excepcionales de un Estado miembro, acordar una ayuda financiera de la Unión al Estado miembro en cuestión.

			En la práctica, la solidaridad europea en este ámbito se ha cubierto con dos mecanismos distintos. Por un lado, las compras del Banco Central Europeo de Deuda Pública de los Estados miembros con mayores problemas de financiación, lo cual podría considerarse contrario según algunos autores al artículo 123 TFUE. Por otro lado, se ha aprobado el Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE) por Tratado multilateral firmado el 2 de febrero de 2012, al que ya hemos hecho referencia.
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